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			La historia de la Segunda República española siempre ha estado ensombrecida por su trágico desenlace, la Guerra Civil. Los historiadores han tendido a proyectar retrospectivamente a los seis primeros años del régimen los extremismos ideológicos de los tres últimos. En consecuencia, las fuerzas de izquierda y derecha que protagonizaron el periodo bélico han recibido una atención desproporcionada en el estudio de los años anteriores, y se ha oscurecido en particular el papel de los republicanos, actores secundarios durante la guerra, pero que dominaron el escenario político hasta el momento del levantamiento militar. De hecho, todos los presidentes de la República, todos los presidentes de Gobierno y la gran mayoría de los ministros del periodo 1931-1936 pertenecieron a estos grupos republicanos. Pero durante muchos años, la izquierda, sesgada por las certezas del marxismo, desacreditó a los republicanos como pertenecientes a una «burguesía» que se presuponía traidora, mientras que para la derecha los republicanos no eran sino una mutación radical del liberalismo, el temible virus que se había apoderado del alma de la sociedad española desde comienzos del siglo XIX. Al infectar a la España católica con los partidos políticos, los parlamentos y la soberanía popular, el liberalismo habría sido responsable de los reveses imperiales de la nación, de la decadencia de los siglos XIX y XX y de la pérdida general de la «unidad espiritual» y la «grandeza». Al cabo, la conflagración misma de 1936 terminaba atribuyéndose también a la influencia anticatólica y antiespañola del liberalismo. En resumen, tanto la izquierda como la derecha tenían un interés por desacreditar a los republicanos. Durante la reciente transición a la democracia volvió a descartarse la república como forma de organización del Estado, pues se asociaba a los tumultuosos años treinta, así como a la proverbial inestabilidad de la Primera República de 1873-1874. En su lugar, la Monarquía, símbolo a la vez de continuidad y cambio, pasó a ser el marco del consenso. Los republicanos no pudieron así vencer ni desde el punto de vista ideológico ni en el terreno político.

			Hubo que esperar hasta los años noventa para asistir a cierta rehabilitación de los políticos republicanos[1], entre los cuales ha merecido particular atención la figura de Manuel Azaña, primer ministro en 1931-1933 y 1936, y presidente de la República entre 1936 y 1939. Ello se debe en parte a que Azaña ofrece la visión intelectual más coherente de una república democrática y reformista, y también al notable testimonio literario que nos legó en sus diarios, así como al hecho de que sus esfuerzos por reconciliar a las «dos Españas» durante la Guerra Civil evocaban los afanes de consenso de la España posfranquista. Su talla de intelectual y escritor cultivado le añadió todavía más atractivo para los historiadores «burgueses». Aunque para el régimen franquista Azaña fuera la bestia negra, en la actualidad tanto la derecha como la izquierda reivindican su legado político[2]. Sin embargo, no parece que este atractivo de Azaña —personificación para tantos de la causa republicana— haya pesado demasiado en los estudios sobre los republicanos de izquierda en su conjunto. Únicamente se han publicado dos monografías sobre los partidos republicanos de izquierda de alcance nacional, Acción Republicana y el Partido Republicano Radical-Socialista. Incluso aquí es alargada la sombra de Azaña: uno de los dos libros se titula Azaña en el poder, y sólo su subtítulo revela que trata sobre El partido de Acción Republicana[3]. En cambio, los estudios sobre los republicanos vascos y catalanes se han potenciado considerablemente a raíz del resurgimiento de los nacionalismos periféricos en los años setenta[4].

			No es ninguna coincidencia que el más olvidado de todos los partidos republicanos sea también el más vilipendiado: el Partido Republicano Radical, al que por lo general se tilda de organización corrupta y cínica, una especie de compendio de la política caciquil y clientelar. Tan desfavorable impresión se debe al hecho de que los radicales perdieron el poder a raíz de un par de escándalos, uno de los cuales, el del estraperlo, se convirtió en sinónimo de mercado negro en la España de la posguerra. Esta imagen se ha visto reforzada por anteriores asociaciones venales, como el escándalo de cal, yeso y cemento de 1910 y la relación del partido con Juan March, el magnate mallorquín cuya fortuna se basó inicialmente en el contrabando. Por si fuera poco, los simpatizantes de la Segunda República han interpretado el hecho de que el Partido Radical gobernase en alianza con la derecha no republicana entre 1933 y 1935 como una traición a la causa republicana. Se ha considerado que el Partido Radical, que supuestamente sirvió de trampolín para el «fascismo», desempeñó también un papel decisivo en el proceso de polarización política que desembocaría en la Guerra Civil. Para la mayoría de los historiadores, la codicia y el oportunismo de los radicales se situaban en los antípodas de la vocación de sacrificio y el idealismo que suele atribuirse a la década de los años treinta en España. Esta visión del Partido Radical como una fuerza carente de compromiso ideológico se vería acentuada por su política pragmática y centrista, desprovista de ese celo doctrinario propio de cruzados que caracterizó a los partidos de izquierda y derecha. Por todo ello, los radicales estaban muy lejos de esa imagen romántica de una España desgarrada entre ideologías antagónicas que tanto atrajo a los historiadores extranjeros. Por último, se ha marginado también al Partido Radical debido a que sus orígenes lerrouxistas en la Barcelona de 1901-1908 han sido considerados más atractivos, por su carácter quijotesco e innovador, que el propio partido. En efecto, estos orígenes han inspirado algunos de los estudios más notables de la historia política de la España del siglo XX, en particular «La rosa de fuego», de Joaquín Romero Maura, y El Emperador del Paralelo, de José Álvarez Junco[5]. El desgastado y corrupto partido de los años treinta queda así malparado en la comparación con la etapa anterior a su fundación. En resumen, el Partido Radical ha suscitado escaso respeto y aún más exigua investigación[6].

			Desde luego, la «leyenda negra» de los radicales no carece de fundamento, pero no debería ensombrecer su verdadera significación durante la Segunda República. En 1931, el Partido Radical, con diferencia el mayor de los partidos republicanos, fue una parte importante de los gobiernos republicano-socialistas; en 1932-1933 se convirtió en la principal oposición a los gobiernos de izquierdas o republicano-socialistas; y de 1933 a 1935 pasó a ser la principal fuerza de Gobierno. En un régimen que a menudo se ha considerado rehén de los extremismos de izquierda y derecha, los radicales constituyeron una opción centrista de formidables proporciones: hasta las elecciones generales de febrero de 1936, ningún partido obtuvo más escaños en el Parlamento ni ocupó más carteras ministeriales. Sin embargo, sólo se ha dedicado un estudio al Partido Radical durante la República, El Partido Republicano Radical, de Octavio Ruiz Manjón, publicado hace casi treinta años[7].

			El presente libro intenta corregir este desequilibrio historiográfico reevaluando la naturaleza, función y logros del Partido Republicano Radical entre 1931 y 1936. En el capítulo I se traza la historia del partido desde sus orígenes como movimiento revolucionario de la clase trabajadora en la Barcelona del cambio de siglo hasta su transformación en una fuerza moderada, principalmente de clase media y de dimensiones nacionales en la época de la República de 1931. Prestaremos especial atención al modelo organizativo e ideológico y a la composición social del Partido Radical al fundarse en 1908, para dilucidar hasta qué punto perduraba su huella durante el periodo posterior. También examinaremos la evolución de las relaciones del partido con aquellas fuerzas que habían de configurar su trayectoria en los años treinta, especialmente los republicanos de izquierda y los socialistas. Se intentará, pues, delinear los elementos de continuidad y cambio en el partido hasta la República.

			 El capítulo II abarca el periodo comprendido entre la caída de la Monarquía en abril de 1931 hasta las elecciones generales a Cortes Constituyentes dos meses después. Aquí abordaremos la cuestión crucial de cómo y por qué los radicales se diferenciaron de los republicanos de izquierda al afrontar el reto de la consolidación del incipiente régimen. En términos generales, compararemos las metas y aspiraciones de los radicales con las de sus aliados del Gobierno provisional entre abril y junio de 1931. Desde un punto de vista más concreto, examinaremos cómo se modificó el partido por las exigencias de la política de masas, en especial por influjo de las clases medias urbanas y rurales. Por último, analizaremos las expectativas creadas en torno al Partido Radical en la época de las elecciones generales de junio de 1931, así como las razones de su éxito. 

			 El capítulo III se vertebra en torno a la confrontación entre radicales y socialistas en el seno de la mayoría gobernante, y sus repercusiones en las relaciones con el campo republicano, así como la proyección de estas tensiones acumuladas a lo largo del debate constitucional y las dos crisis gubernamentales de finales de 1931. Analizaremos las razones por las que los radicales rompieron el Gobierno republicano-socialista en diciembre de 1931, así como las consecuencias de dicha ruptura para la estabilidad del régimen. También se estudia la cuestión de la corrupción del partido, centrándonos en el escándalo que implicó a los radicales y a Juan March en noviembre de 1931. 

			Las razones y repercusiones de la oposición de los radicales al Gobierno republicano-socialista presidido por Manuel Azaña durante la primera mitad de 1932 constituyen el tema dominante del capítulo IV. El vertiginoso crecimiento del partido en las provincias, que determinó su asalto a la coalición en el Gobierno, está relacionado con esta oposición. El capítulo V presenta la única exposición detallada hasta la fecha del papel que desempeñaron los radicales en el intento de golpe de Estado de agosto de 1932, desenmarañando la enredada madeja de elementos militares y civiles que formaron la conspiración. 

			El capítulo VI aborda los esfuerzos de los radicales por reconstruir los puentes con los republicanos de izquierda, que culminan en el primer y último Congreso Nacional del partido en la República, celebrado en octubre de 1932. Estudiaremos este Congreso en busca de claves acerca ante la organización del partido, su base social y el culto a la personalidad de su jefe Alejandro Lerroux, así como las repercusiones políticas de estos rasgos. Y volveremos a examinar el relanzamiento de la oposición de los radicales a finales de 1932 a la luz de los diarios del primer ministro, publicados en 1997[8]. El otro gran tema del capítulo es la indagación de las razones por las que fracasó el empeño de formar un Gobierno totalmente republicano durante el turbulento verano de 1933, a pesar de la creciente desilusión de los socialistas, el resurgimiento de la derecha y la creciente agitación socioeconómica. En este contexto adquiere importancia decisiva la ruptura de las relaciones entre los radicales y los republicanos de izquierda durante la prolongada crisis gubernamental de septiembre-octubre de 1933.

			El capítulo VII evalúa la medida en que las elecciones generales de noviembre de 1933, controladas por un gabinete dirigido a su vez por los radicales, fueron una reafirmación de la campaña de oposición de éstos durante dos años. Una pregunta decisiva es la de por qué el Partido Radical, que anteriormente había colaborado con los republicanos de izquierda y los socialistas, pasó a formar parte ahora de una mayoría parlamentaria en alianza con la derecha no republicana. Tema dominante de éste y otros capítulos posteriores es la naturaleza de este acuerdo, y en particular el examen de los posibles elementos programáticos comunes a los radicales y la derecha. Tiene especial interés la pregunta de en qué medida los acontecimientos de Madrid estuvieron condicionados por las relaciones entre el Partido Radical y sus nuevos aliados en provincias, asunto que ha recibido escasa atención hasta la fecha. Otra cuestión que recorre todo el resto del libro es la de si la estrategia de integración de los radicales fomentó la consolidación de la República o si, por el contrario, no hizo más que convertirlos en instrumento de la derecha autoritaria. Examinaremos detalladamente la corrupción de los radicales, el fondo del asunto y la manera en que configuró la política y programas del partido, preguntándonos si era tan diferente de las prácticas clientelares tan características de la vida política española. El capítulo VIII vuelve a someter a examen las causas y consecuencias del cisma radical de mayo de 1934, reevaluando el papel de las logias masónicas.

			En el capítulo IX intentamos ofrecer una perspectiva nueva sobre el Gobierno radical de abril a octubre de 1934, habitualmente descrito como un débil Gobierno provisional, y examinamos la manera en que se enfrentó a una creciente oposición, que abarcaba desde los socialistas y los republicanos de izquierda hasta los nacionalistas periféricos e incluso los propios aliados de los radicales a la derecha. Una cuestión recurrente de esta época de poder radical, que aquí se examina detalladamente, es la del grado en que se reforzaron o demolieron los trabajos legislativos de las Cortes Constituyentes de 1931-1933. El capítulo se cierra con la entrada de la CEDA en el Gobierno en octubre de 1934 y los posteriores levantamientos izquierdistas, tratando de dilucidar hasta qué punto éstos fueron el resultado de las políticas de la alianza de centro-derecha gobernante. El espectacular cambio en el equilibrio de poder que tuvo lugar tras los acontecimientos de octubre y la subsiguiente intensificación de la rivalidad entre los radicales y la derecha constituye el tema central de los capítulos X y XI, que no se centran exclusivamente en el conflicto a escala nacional sino que lo relacionan con la creciente confrontación a escala provincial.

			El capítulo XII aborda la crisis gubernamental de septiembre de 1935 y el estallido del escándalo del estraperlo. Para rastrear las causas de este laberíntico asunto, me he basado en la investigación judicial del magistrado especial, Ildefonso Bellón, documentos que se analizan aquí por vez primera. Intento a continuación relacionar las repercusiones de este escándalo —y del asunto Tayà, que sacudió la escena política unas semanas después— con el derrumbamiento de la coalición gobernante y la acelerada descomposición del partido. Una última cuestión decisiva que examinaremos aquí es la contribución del Partido Radical a las tensiones colectivas de la primavera y el verano de 1936.

			Al evaluar la trayectoria del Partido Radical bajo la República, el presente libro pretende, en definitiva, contestar a la pregunta de si el centro pudo haber desempeñado un papel estabilizador mayor o si España estaba inevitablemente dividida en dos campos irreconciliables destinados a enfrentarse. Otra manera de plantear esta cuestión es si el periodo que va de 1931 a 1936 merece estudiarse por derecho propio o no fue más que un preludio de la Guerra Civil.
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			DE LA REVOLUCIÓN A LA REFORMA: ORÍGENES Y EVOLUCIÓN DEL PARTIDO RADICAL (1901-1931)

			 

			 

			 

			Puede decirse que los orígenes del Partido Republicano Radical están en el «Desastre del 98». En 1898 España perdió los restos de su imperio —Cuba, Puerto Rico y Filipinas— ante los Estados Unidos de América. Si el golpe material para el país fue considerable, el psicológico fue inmenso. Se difundió un generalizado aunque nebuloso clamor por la «regeneración» de una nación «decadente». La región más afectada por el Desastre fue Cataluña. La conmoción social y política que provocaron los acontecimientos de 1898 resucitó allí el moribundo movimiento republicano; y la pérdida del mercado cubano, unida a la insensibilidad del Gobierno central ante la situación de las empresas locales dio lugar a la formación de un partido catalanista, la Lliga Regionalista. De este modo, en las elecciones generales de mayo de 1901, los republicanos y la Lliga erradicaron de Barcelona el sistema de «turno pacífico» —o rotación en el poder de los dos partidos dinásticos oligárquicos por medio de elecciones amañadas—. Había comenzado una nueva era de la política española. Uno de los nuevos diputados republicanos era un director de periódico llamado Alejandro Lerroux[9].

			Nacido en 1864, Lerroux era hijo de un veterinario militar de baja retribución. Tras desertar del Ejército en su primera juventud, desempeñó oficios diversos antes de alcanzar la fama en los años 1890 como director del diario El País. Era un hombre muy robusto, audaz, impetuoso y enérgico, que a la vez destacaba por su carácter desenfadado y su encanto personal; estaba dotado, en suma, de lo que suele llamarse «don de gentes». Además, era astuto; y como político se basaba más en su instinto que en su magra formación intelectual. En su calidad de periodista radical y republicano, se enfrentó en numerosos duelos con diversas personalidades y emprendió diversas campañas públicas que provocaron polémica. En realidad, lo que motivó la fama inicial de Lerroux en Cataluña fue la empecinada defensa por parte de El País de los apresados y torturados en el castillo de Montjuïch bajo el pretexto de haber participado en un acto terrorista en 1896[10].

			A partir de finales de la década de 1890, Lerroux fundó un movimiento revolucionario que aglutinaba principalmente a la clase trabajadora barcelonesa y que había de dominar la política local durante gran parte de la primera década del siglo XX[11]. Al abrir un nuevo espacio para la colaboración entre obreros y republicanos, Lerroux fundó el primer partido de masas de la historia de España. En vez de los tradicionales y elitistas casinos, círculos y comités —que constituían los llamados «partidos de notables»—, hizo de las cooperativas de consumidores, escuelas laicas y sindicatos la piedra angular de una política republicana más popular. En 1903 tuvo lugar la primera «merienda democrática», a la que asistieron miles de personas, muchas de ellas familias enteras. En 1906, los lerrouxistas —y no, como a menudo se dice, los socialistas— abrieron una de las primeras «Casa del Pueblo» de España, que albergaba una clínica, una biblioteca, un teatro, una sala de billar y un café. Posteriormente, se añadieron una panadería y una cooperativa que tramitaba seguros, planes de pensiones y asistencia jurídica. Con ello, los lerrouxistas crearon de hecho un Estado del bienestar dentro del propio Estado. Al carecer de medios independientes y no tener el acceso al Gobierno del que disfrutaban los partidos dinásticos, el movimiento lerrouxista explotó el Ayuntamiento de Barcelona para financiarse tanto a sí mismo como a sus redes clientelares. Éstas también se beneficiaron al ponerse los servicios públicos bajo el control municipal y mejorarse las condiciones de los trabajadores municipales. Se introdujeron, por ejemplo, la jornada de ocho horas y el salario mínimo[12]. Otro rasgo novedoso del movimiento fue su «populismo», es decir, su política movilizadora basada en un líder carismático y demagógico poseedor de una retórica basada en la idealización del «pueblo», vagamente definido por oposición a perversos elementos oligárquicos o «antipopulares». Naturalmente, la índole de esta apelación populista —moralizante, emotiva y antiintelectual— reducía la ideología a una función eminentemente decorativa o formal[13]. Además, al apoyarse en las huelgas y protestas obreras desencadenadas en la capital catalana después del Desastre, Lerroux se había identificado con los objetivos revolucionarios de los anarquistas, en vez de con la moderación reformista de los socialistas. Sin embargo, él, como republicano, nunca intentó crear un partido exclusivamente obrero y radicalmente revolucionario. Así pues, su discurso «anarquizante» fue siempre lo suficientemente vago y ambiguo como para disfrazar objetivos esencialmente reformistas. Con todo, Lerroux movilizó la opinión de la clase trabajadora, insufló nueva vida al movimiento republicano y planteó un temible desafío al sistema de la Restauración[14].

			 En diciembre de 1901, en compañía del joven y gallardo escritor Vicente Blasco Ibáñez y del periodista Rodrigo Soriano, Lerroux fundó la Federación Revolucionaria. Esta agrupación se asoció en marzo de 1903 a la Unión Republicana, dirigida por el moderado Nicolás Salmerón, el único de los antiguos presidentes de la Primera República de 1873-1874 que seguía con vida. La Unión resultó un éxito al conseguir 36 escaños en las elecciones generales de 1903[15], pero no tardó en sufrir una seria transformación debido al asunto Cu-cut! Fue en noviembre de 1905, cuando una turba militar saqueó el semanario satírico catalanista Cu-cut! y el diario conservador La Veu de Catalunya como manifestación de la animadversión del Ejército hacia el regionalismo catalán. El Gobierno, en vez de castigar la insubordinación, envió a las Cortes la Ley de Jurisdicciones, que situaba todas las supuestas ofensas a las fuerzas armadas o a la Patria bajo la jurisdicción del Ejército, concediéndole así el monopolio en la defensa del patriotismo. La Unión Republicana de Salmerón decidió enfrentarse a esta ley, para lo que se unió con otras fuerzas políticas catalanas, desde nacionalistas hasta carlistas, en una nueva alianza de oposición llamada «Solidaridad Catalana». Esto puso a Lerroux en una situación extremadamente difícil. La Solidaridad no sólo incluía a la Lliga, su principal adversario en Cataluña, sino que además era hostil al Ejército, una institución con la que Lerroux creía indispensable colaborar, de acuerdo con una antigua tradición republicana y en especial con la estrategia seguida por el líder progresista Manuel Ruiz Zorrilla, su antiguo jefe político. El consiguiente choque entre solidarios y antisolidarios dio lugar a una asamblea en junio de 1907 en la que se sometió a Lerroux a una batería de acusaciones que iban de la corrupción al asesinato. La única alternativa que le quedó fue fundar su propio partido. De este modo, en enero de 1908 surgió una nueva fuerza, el Partido Republicano Radical[16].

			 La creación del Partido Radical supuso una ruptura casi total con el movimiento de Barcelona. Desde el punto de vista organizativo, había de ser una entidad nacional, no regional o municipal. En términos ideológicos, la retórica de la revolución dio paso al reformismo, al subrayar el partido su «realismo» y sentido de la «responsabilidad» en su disposición al ejercicio del poder. Así, la propaganda anticlerical a menudo violenta del pasado fue sustituida por una insistencia en el cambio por medios legales. Desde el punto de vista sociológico, la apelación populista del movimiento se dirigió ya no tanto a las clases obreras como a las clases medias. Por tanto, la «revolución» había de limitarse a una transformación puramente política que debía verse canalizada y capitalizada por las clases medias, y no por la clase trabajadora insurgente. No obstante, los lerrouxistas seguían aspirando a representar de facto a la clase trabajadora revolucionaria. Sacando petróleo de la aversión de los anarcosindicalistas a la «política burguesa» —una actitud que se intensificó con la creación de la Confederación Nacional del Trabajo (CNT) en 1911—, los radicales consiguieron una «alianza de conveniencia» con aquéllos. Así, intercambiaron votos anarcosindicalistas por protección jurídica, política y logística; los centros del partido se utilizaron para reuniones de los trabajadores, la prensa radical sirvió de boletín del sindicato y destacados políticos como Rafael Guerra del Río y Emiliano Iglesias, actuaron de abogados de los sindicatos hasta 1919. En esencia, los radicales y los anarcosindicalistas habían conseguido una división del trabajo mutuamente beneficiosa y muy arraigada en sus respectivas esferas política y sindical. Pero, a pesar de su alianza informal con los anarcosindicalistas, el Partido Radical representaba una alternativa a las organizaciones de trabajadores de la izquierda y a los monárquicos de la derecha. Por ello, desde el mismo día de su nacimiento, el Partido Radical fue una fuerza centrista, más que de izquierdas o de derechas[17].

			La transformación del movimiento lerrouxista se reflejó en la candidatura de «orden» presentada en las elecciones municipales de Barcelona de 1909, compuesta por hombres de negocios, profesionales y propietarios, sin incluir a un solo trabajador. Gran parte de la vieja guardia catalana, en un principio trabajadores, pasaron a ser pronto nouveaux riches, como hombres de negocios o abogados —«burgueses bohemios»—. El propio Lerroux cambió considerablemente a raíz de su exilio en 1908-1909 a Argentina, adonde marchó para evitar la cárcel tras perder un proceso relacionado con un artículo de prensa difamatorio. En aquel país tomó parte en diversas iniciativas empresariales y retrasó, de hecho, su vuelta a España en 1909 debido a sus tratos comerciales en Londres y París. «No soy todavía rico —declaró en 1912— aunque me propongo serlo». Ese mismo año fundó el Banco Español de Obras Públicas. Sus actividades empresariales se extendieron luego a empresas mineras, las aguas termales de Coslada, cerca de Madrid, y el balneario de Baños de Montemayor, en la provincia de Cáceres. En contraste con su política, su estilo de vida se revolucionó al disponer de coches, joyas, sirvientes y un chalet en la calle O’Donnell, a un tiro de piedra del parque del Retiro. De dirigente obrero revolucionario había pasado a ser un burgués «hecho a sí mismo». Su falso título de abogado, obtenido en 1922 a la edad de 58 años, fue una nueva expresión de su deseo de superar sus orígenes de periodista escandaloso para alcanzar el estatus de miembro respetado de las clases profesionales. Su metamorfosis, por lo demás, no hacía sino reflejar la de su partido en general[18].

			 Las nuevas prioridades de los lerrouxistas se pusieron de manifiesto en su reacción tras la «Semana Trágica» de julio de 1909 en Barcelona. Este episodio consistió en una revuelta originada por el embarque de reclutas con destino a la impopular guerra de Marruecos, tras la cual los agitadores, considerando a la Iglesia católica el símbolo más visible del antiguo régimen, incendiaron un centenar de templos y otros edificios eclesiásticos. La dura respuesta de las autoridades se dirigió ante todo contra anarquistas y republicanos, principales agitadores y dirigentes de la revuelta. Aunque la represión reavivó la reputación de los lerrouxistas como fuerza antisistema, de poco sirvió para salvar del pelotón de fusilamiento a Francisco Ferrer Guardia, el educador anarquista que había apoyado a Lerroux durante sus primeros años y al que las autoridades eligieron como chivo expiatorio. En el ámbito nacional, los radicales, aun subrayando su identificación con «el pueblo» y celebrando los acontecimientos de julio de 1909 como la «Semana Gloriosa», se distanciaron de la carga revolucionaria del levantamiento. En realidad, la Semana Trágica resultó una prueba harto embarazosa para el reformista Partido Radical, irónicamente menos «radical» que su predecesor[19].

			 Para que el Partido Radical se implantase como entidad verdaderamente nacional era esencial que su punto neurálgico fuera Madrid y no Barcelona. Para ello, en marzo de 1910 se inauguró un impresionante local social, se crearon numerosos centros de vecindario y se puso en marcha un periódico nacional, El Radical. El deslumbrante lanzamiento atrajo a muchos de los más prestigiosos jóvenes intelectuales del país, incluidos el filósofo y periodista José Ortega y Gasset, los catedráticos y futuros socialistas Julián Besteiro y Fernando de los Ríos, y escritores como Pío Baroja y Jacinto Benavente. Se puso en marcha además un reclutamiento a escala nacional. El objetivo era crear no sólo un partido nacional, sino también una fuerza capaz de liderar la oposición[20]. A finales de 1909 el Partido Radical se unió a otras formaciones republicanas y a los socialistas para formar la Conjunción Republicano-Socialista, el frente antidinástico más ambicioso que había conocido la Restauración. En las elecciones generales de 1910, la Conjunción obtuvo unos resultados prometedores, con treinta y seis escaños; siete de ellos, radicales y otro para el primer diputado socialista de la historia, el fundador del PSOE Pablo Iglesias[21]. Ese mismo año, sin embargo, sólo unos meses después, los radicales se vieron desacreditados por el escándalo de corrupción llamado de la cal, yeso y cemento, consistente en la apropiación indebida de impuestos locales en el Ayuntamiento de Barcelona. La corrupción de los radicales ya la habían denunciado inicialmente sus rivales catalanes, pero los socialistas se sumaron ahora y el partido de Lerroux acabó expulsado de la Conjunción. Los socialistas, desde luego, estaban interesados en descalificar a los radicales porque amenazaban su propia posición, sobre todo en Madrid. Se iniciaría así una larga y conflictiva relación entre ellos[22].

			 El escándalo de 1910 surtió efectos devastadores sobre el Partido Radical. No sólo sufrió el abandono de sus intelectuales y escritores, sino que se reveló incapaz de conquistar electoralmente Madrid, lo que constituyó un serio revés para su proyecto nacional. Y lo peor de todo es que empezó a asociárseles para siempre con la mancha de la corrupción. Una obra de 1912, El redentor del pueblo, de Adolf Marsillach, cristalizó la imagen popular del Partido Radical como un partido corrupto y cínico. Sin embargo, como subraya Joan Culla, la venalidad administrativa de los radicales en el Ayuntamiento de Barcelona, «era proverbial des dels temps del caciquisme dinastic, fou emprada, ja en el segle XX, per elements de totes les filiacions». Además, los radicales echaron mano de los caudales públicos no tanto para su enriquecimiento personal como para financiar al partido en Barcelona y nutrir sus redes clientelares. Los candidatos locales prometían, si eran elegidos, ser «amigos de todos». Esto era comprensible en tanto en cuanto los políticos radicales, a diferencia de muchos de los dinásticos, no disponían de ingresos propios a los que recurrir. La explotación del Gobierno local era además un medio para abrir los canales de influencias en el marco de un sistema político y económico muy restrictivo. Sin duda había algún sector en el partido para el cual la relación entre la política y la corrupción se invirtió con el tiempo; es decir, el ejercicio del cargo público pasó a ser una mera extensión de sus actividades comerciales. El ejemplo más llamativo fue el de Juan Pich y Pon, un antiguo chatarrero que creó una empresa de veinticinco trabajadores antes de pasar a los escalones superiores de la industria y las finanzas, así como a la presidencia de la Cámara de la Propiedad Urbana. El mismo Lerroux —que, además de un arrendamiento por setenta y cinco años del Balneario de Baños de Montemayor y la compra de su casa de Madrid, había adquirido una propiedad de cuatro casas en San Rafael, en la sierra del Guadarrama— vincularía ambos mundos de manera indisoluble durante el resto de su vida[23].

			No hace falta decir que el asunto «cal, yeso y cemento» dañó considerablemente su fuerza en Barcelona, bastión de los radicales. Al año siguiente, en 1911, el partido perdió su mayoría en aquel Ayuntamiento. El ulterior declive radical en la capital catalana se manifestó en la atrofia de su organización, la pérdida masiva de activistas y las virulentas luchas intestinas, así como en su decreciente capacidad de movilización popular. Todo ello se reflejó en resultados electorales aún peores. En las elecciones generales de 1914, el Partido Radical tuvo que llegar a un acuerdo con la UFNR catalanista, en el denominado «pacto de San Gervasio», para intentar derrotar a la Lliga, la fuerza ahora hegemónica en Barcelona. Ni aun así lo consiguió. Estos reveses se debieron en parte a la ausencia de Lerroux de Cataluña, pero también a las contradicciones entre las prioridades nacionales del partido y las de su izquierdista organización barcelonesa. Tampoco el avance del Partido Radical a nivel nacional fue precisamente espectacular. Tras perder en 1911 el respaldo de los intelectuales y, un año más tarde, el de su socio local más poderoso, el PURA de Valencia, los progresos del Partido Radical no pasaron de modestos, hasta el punto de no superar los cuatro escaños en las elecciones generales de 1914. Se ha cuestionado incluso que el declive del partido en Barcelona se viese compensado por su crecimiento en el resto de la nación[24].

			El Partido Radical pudo sin embargo relanzarse como principal fuerza de oposición como resultado de la I Guerra Mundial. A pesar de mantenerse neutral a lo largo de las hostilidades, España estaba profundamente dividida entre germanófilos y los aliadófilos. El más destacado aliadófilo —por una mezcla de principios y pragmatismo— era Alejandro Lerroux. Por un lado, el Partido Radical, inspirado por la República francesa y su Partido Radical Socialista, tendía naturalmente a la francofilia, mientras que muchos radicales consideraban la conflagración como un ajuste final de cuentas entre el progreso y la reacción. Por otro lado, los radicales pretendían agudizar las tensiones en el sistema de la Restauración para acelerar el advenimiento de la República. Mientras tanto, el líder radical obtuvo beneficios personales del conflicto vendiendo cereales, mulas, vino y otros productos a los Aliados, y también la prensa del partido parece haber recibido respaldo financiero de los radical-socialistas franceses a cambio de fomentar la causa aliada[25].

			 Las tensiones creadas por las divisiones en torno a la guerra europea y sus repercusiones socioeconómicas alcanzaron su punto culminante con la mayor crisis política de España en cuarenta años. Durante el verano de 1917, el Gobierno se vio desafiado por las Juntas Militares de Defensa, una especie de sindicato oficioso compuesto de jóvenes oficiales; por la Asamblea de Parlamentarios, a la que acudieron republicanos, socialistas y otras fuerzas políticas, incluida la Lliga; y por la clase trabajadora organizada. Los oficiales disidentes se sentían agraviados por sus reducidos salarios y por el sistema de promociones, pero carecían de un programa político. La Asamblea, convocada a consecuencia de la suspensión del Parlamento (y que, como observa Sebastian Balfour, puede considerarse «la culminación de los esfuerzos realizados a partir del Desastre para configurar una alternativa moderna y democrática al orden político vigente»), exigió elecciones a Cortes Constituyentes. Además, la UGT y la CNT amenazaron con proclamar una huelga general en apoyo de las metas de la Asamblea. La crisis de legitimidad que había sufrido España desde 1898 se convirtió en una crisis de Estado en toda regla.

			En parte por adhesión a la tradición republicana del siglo XIX y en parte por evitar un cataclismo revolucionario, el líder radical, para quien el Ejército era «el órgano más vivo de los que integran la nación», se mostró proclive a la toma del poder por medio de un pronunciamiento. Pero también estaba dispuesto a derrocar a la Monarquía por vía legal, respaldando a la Asamblea de los Parlamentarios; insistió en que ésta incluyese a la Lliga, como forma de lograr el apoyo y la credibilidad necesarios para desafiar a la Monarquía. Por último, los radicales tampoco hacían ascos a la posibilidad de poner de rodillas a la Restauración por medio de la movilización de los trabajadores. De hecho, consideraron la huelga general de agosto de 1917 simplemente como una pieza más en la amplia ofensiva contra la Monarquía, aun aspirando a canalizar la protesta de los trabajadores a través de los partidos. Al seguir una estrategia reformista paralela a la revolucionaria, los radicales daban una vez más pruebas de su pragmatismo. Pero, a la postre, las contradicciones en la oposición, unidas al monopolio estatal de la fuerza y a la unidad temporal de los partidos monárquicos, resultaron decisivas. Las Juntas, ambiguas hacia los Parlamentarios, hostiles a los trabajadores y desdeñosos de las invitaciones de Lerroux, llegaron a un acuerdo con el Gobierno. La Asamblea se vio torpedeada más tarde por la decisión de la Lliga, alarmada por el creciente radicalismo de sus aliados, de no enfrentarse con el Gobierno. Finalmente, la huelga general fue aplastada por la superioridad estratégica y física del Estado, cuyas fuerzas abatieron a un centenar de trabajadores durante los altercados. Síntoma del fracaso del Partido Radical en su empeño de desequilibrar el régimen fue la huida de Lerroux a Francia para evitar ser detenido por sus actividades subversivas[26].

			En 1918, una década después de su fundación, el Partido Radical no había logrado su objetivo de implantarse como fuerza política nacional. En las elecciones generales de ese año, la inmensa mayoría de sus candidatos se presentaban por circunscripciones andaluzas, catalanas y levantinas. Y, lo que es peor, el partido sólo logró un escaño. El año anterior se había clausurado el diario del partido, El Radical, incurso en fuertes deudas. Como admitió Lerroux ante el Parlamento en 1913, «no hay, en efecto, partido republicano: hay masas republicanas, hay ilustres hombres republicanos, pensadores, intelectuales; pero una fuerza orgánica positiva, no»[27]. Las frustradas esperanzas del partido magnificaron el perfil ya considerable de su carismático líder. Durante sus primeros años en Barcelona, Lerroux había acumulado un considerable poder en sus manos, que aumentó después de su promoción a líder nacional indiscutido al crear su propio partido. No hace falta decir que esta identificación de la institución con la persona embotó la evolución institucional y democrática del Partido Radical. Las normas y reglamentaciones que supuestamente regulaban su existencia eran irrelevantes frente a la autoridad del jefe, similar a la de un padrino. Por ejemplo, antes de la Segunda República no se celebró un solo congreso para debatir acerca de la organización nacional del partido y desarrollarla. Los órganos que funcionaban, como la junta nacional, no hacían sino rubricar las decisiones de Lerroux. Por consiguiente, apenas existen referencias a las actividades de la junta. Las instrucciones emanadas de la dirección nacional iban firmadas por el jefe y empezaban con un «Mi deseo es...». El intérprete de la doctrina, el organizador de la propaganda y el árbitro de las disputas era Lerroux y sólo Lerroux[28].

			De 1918 a 1923 el Partido Radical acentuó su perfil conservador cuando el fin de la I Guerra Mundial dio paso a un fuerte declive económico y a una agitación social generalizada. Durante el «Trienio Bolchevique» de 1918-1920, Andalucía se vio azotada por quemas de cosechas, disturbios y huelgas; y entre 1919 y 1921 Barcelona registró una oleada de violencia: los empresarios, decepcionados por los límites que la legalidad imponía a sus actividades, recurrieron a los pistoleros y los sindicatos respondieron del mismo modo. En medio de la agitación, el Partido Radical se ofrecía, en palabras de Lerroux, como «el mediador entre las clases sociales que están en lucha»; es decir, como una tercera vía entre el capitalismo desenfrenado de la derecha y el colectivismo anticapitalista de la izquierda, una garantía de «armonía entre el capital y el trabajo». Por un lado, los radicales, resueltos a evitar una convulsión revolucionaria, prometían a la clase trabajadora reformas y derechos en el marco de una república. Por otro, los radicales aseguraban a la clase media que evitarían la «catástrofe social» que los monárquicos parecían incapaces de atajar, restableciendo el orden y cerrando el paso a la «dictadura roja». En la misma línea, los radicales se comprometían a tratar con cuidado y consideración a la Iglesia católica. Esencialmente, el Partido Radical se proponía ampliar su base de apoyo mediante la incorporación de sectores más conservadores. A este fin, Lerroux defendía ardientemente la presencia de España en Marruecos —«el pueblo que no tiene colonias es pueblo muerto»—, así como a las fuerzas armadas. Con su asistencia a un banquete en 1923 en honor del joven Francisco Franco, un héroe militar de las guerras coloniales, unía simbólicamente ambas causas. Por último, los radicales subrayaban que la transición a la República se caracterizaría por el mantenimiento del orden y por la escasa movilización popular. En resumen, el Partido Radical se presentaba como el «guardián del cambio», una alternativa ordenada a la Monarquía[29].

			El escoramiento del Partido Radical a la derecha no era del todo sorprendente dada su proximidad al sistema de la Restauración. Los radicales habían respaldado a los liberales en numerosas ocasiones, tanto contra los conservadores —por ejemplo, resucitando entre 1910 y 1915 la campaña del «¡Maura no!» de 1907 a 1909— como contra la izquierda —atenuando los movimientos huelguísticos—. Por todo ello, los Gobiernos liberales consultaban a Lerroux sobre los principales asuntos del día y le concedían favores personales (por ejemplo en relación con la compra del hotel de Madrid), mientras que los políticos radicales conseguían acceso a los pasillos del poder. Entretanto, el líder radical había conseguido hacerse un hueco para sí mismo, aunque fuera periférico, en la escena política. Existía una sospecha generalizada de que había conseguido su escaño parlamentario por Córdoba en 1914 por intervención de las autoridades[30]. En los años diez, los radicales alcanzaron también un modus vivendi con el partido nacionalista catalán, la Lliga. Aunque retóricamente hostiles a la Lliga, en realidad los radicales colaboraron con ella en asuntos de la Mancomunitat y la Exposición Universal de Barcelona, así como en la gestión cotidiana de la ciudad de Barcelona y las provincias catalanas. Incluso se convirtieron en «amiguetes de negocios», por ejemplo, en la creación de la Fabricación Nacional de Lámparas Eléctricas en 1917. La asociación entre los radicales y la Lliga era un acuerdo mutuamente beneficioso que mantenía alejados del escenario catalán a conservadores y liberales[31]. A nivel nacional, el Partido Radical estaba con frecuencia más cercano al Partido Reformista y la izquierda del Partido Liberal —especialmente la facción encabezada por Santiago Alba— que a los partidos republicanos. De hecho, a principios de los años veinte se entendía que si Alba y el líder reformista, Melquíades Álvarez, alcanzaban el poder, el Partido Radical colaboraría en la reforma del régimen desde dentro. Y a la inversa, si estos líderes fracasaban, considerarían la posibilidad de respaldar la transición a una república controlada por los radicales. Pero Lerroux estaba preparado incluso para ir más allá en sus tratos con los monárquicos liberales. En 1918, primero, y de nuevo en 1920, se entrevistó con el propio Alfonso XIII. El Rey, a su vez, elogió públicamente las «condiciones de gobernante» y el «talento» del líder radical. De este modo Lerroux estaba incluso dispuesto —si lo exigían las circunstancias— para proporcionar a la Monarquía una opción de izquierda. Aquella situación fue, en realidad, la culminación de la meta del Partido Radical, patente desde su creación, de integrarse en el sistema de la Restauración[32].

			Sin embargo, en última instancia el Partido Radical era una fuerza centrista, con las dos puertas abiertas. Por ejemplo, en Cataluña no sólo hizo causa común con la Lliga y los liberales, sino también con la izquierda catalanista de la UNFR, con los socialistas e incluso con la CNT. Similar flexibilidad puede percibirse en el plano ideológico. Los radicales, muchas veces considerados una fuerza visceralmente anticatalanista, respaldaron sin embargo las demandas de una mayor autonomía de Cataluña a lo largo de una gran parte del periodo comprendido entre 1914 y 1922. El pragmatismo del Partido Radical quedó patente de nuevo por el hecho de que en 1920 —el año en que Lerroux se entrevistó por segunda vez con Alfonso XIII— celebrara a bombo y platillo en Madrid el Congreso Nacional de la Democracia Republicana, el cónclave republicano más impresionante desde la asamblea de la Unión Republicana de 1903. Al Congreso Nacional asistieron 1461 delegados, la mayoría de los cuales eran radicales de Cataluña, Andalucía, Extremadura, Canarias y Madrid. Obviamente pensado para proporcionar a las multiples fuerzas republicanas una mayor sensación de unidad y propósito, en realidad el Congreso se celebró para relanzar al Partido Radical, tanto en términos propagandísticos —demostrando que tenía un programa viable para los problemas de la nación— como en términos prácticos, atrayendo y asimilando a numerosos partidos provinciales[33]. Con todo, en las elecciones generales de 1920 el Partido Radical ganó sólo cinco escaños, mientras que el conjunto de los republicanos, desprovistos de la alianza con los socialistas, bajaron a veinte. Al año siguiente, el prestigio de Lerroux tanto en los círculos republicanos como radicales se hundió, como resultado de su respaldo personal a la política del Gobierno en Marruecos, que había llevado al Desastre de Annual de 1921, donde perecieron 10.000 soldados españoles. Tampoco mejoró su posición cuando, tras una entrevista con su archienemigo Antonio Maura celebrada en septiembre de 1921, manifestó su interés por colaborar con el Gobierno conservador. Sin embargo, a finales de 1922 y principios de 1923 el líder radical intentó recuperar sus credenciales de oposición liderando una «campaña de responsabilidades» por el Desastre de Annual, que incluía la exigencia de abdicación del Rey[34].

			La facilidad con la que triunfó el golpe de Estado del general Primo de Rivera en septiembre de 1923 fue una demostración de la debilidad de la oposición antidinástica y en particular de los republicanos. En realidad los republicanos estaban, como observa Ben Ami, «en la cumbre de un proceso de desintegración y con cierto sentido de frustración por su incapacidad de cambiar el sistema político, fuese a través de conspiraciones o por medios legales». A pesar de que los blasquistas habían demostrado ya en 1894 que los partidos dinásticos podían ser derrotados en el medio urbano como el valenciano, que el Desastre de 1898 había supuesto un monumental golpe para el régimen de la Restauración y que el colapso del turno pacífico en 1913 habría hecho imposible una política estable, los republicanos se habían mostrado incapaces de romper la hegemonía de los monárquicos sobre la vida política nacional. Ni siquiera durante las crisis de 1917 y 1918-1923 los republicanos representaron una auténtica alternativa al derrumbamiento de los partidos dinásticos. Incluso en las ciudades, el apoyo conseguido por los republicanos fue un tanto inseguro. En Madrid, por ejemplo, la Conjunción ganó 41.650 votos en 1910, pero seis años después se quedó en menos de la mitad. Fracasada la Conjunción en 1919, los republicanos obtuvieron sólo 9.000 votos de un censo electoral de más de 140.000. Pero en 1903 habían ganado 27.400 votos. La indefinición ideológica de los republicanos y su fracaso a la hora de pergeñar un programa común se vieron acentuados por la falta de apoyo de los intelectuales. Ni la Generación del 98 ni la del 27 fueron republicanas, mientras que la de 1914 simpatizó en principio, pero abandonó la causa republicana por el «accidentalismo» (es decir, la neutralidad en relación a la forma de gobierno) del Partido Reformista de Melquíades Álvarez. «Nuestra propaganda» —declaró Lerroux ante las Cortes— «es más retórica que substancial, es verbalista, es inorgánica: no hemos acertado a llegar al alma del pueblo sino por los enunciados de programas cuyo contenido la mayor parte de nosotros ignoramos». Los republicanos tampoco se habían caracterizado por su unidad organizativa. La Unión Republicana de 1903 se había escindido con la formación del Partido Radical en 1908 y luego se eclipsó tras la creación del Partido Reformista en 1912. El siguiente intento de unificación, la Conjunción Republicano-Socialista, perdió su principal fuerza republicana de izquierdas con la defección de los radicales en 1911; y su principal ala de derechas con la pérdida de los reformistas dos años más tarde. Además, la relación entre los republicanos y los socialistas siempre fue ambigua. En tanto que marxistas ortodoxos, los socialistas no eran exactamente republicanos, sino accidentalistas o «arrepublicanos» para quienes la República —una forma de gobierno meramente «burguesa»— sólo representaba un jalón en el camino hacia el socialismo. En consecuencia, los republicanos y los socialistas eran a la vez aliados y rivales. En Madrid, por poner un ejemplo, los socialistas crecieron a expensas de los republicanos tras el colapso de la Conjunción en 1919. No hay duda de que la integración de los republicanos en el sistema de la Restauración había reducido su atractivo como alternativa. Y los radicales no eran una excepción, pues se beneficiaban como los demás de sus contactos con el mundo oficial. El ejemplo más extremo fue el del Partido Reformista, que, al declarar su accidentalismo en 1913, entregó a la Restauración a la mejor preparada de las fuerzas republicanas[35].

			 Con el advenimiento de la Dictadura, el Partido Radical, a pesar de ser la mayor de las fuerzas republicanas, no representaba aún una entidad verdaderamente nacional. Se limitaba a Andalucía, Aragón, Canarias, Cataluña y Levante; y había fracasado en el intento de superar sus orígenes de clase media urbana, con una base social compuesta sobre todo de abogados, maestros, funcionarios y pequeños comerciantes e industriales. El partido tampoco había sido capaz de detener su declive en Barcelona, donde seguía siendo un punto de referencia fundamental pese a las vicisitudes de su organización. La situación en la capital catalana no había hecho sino empeorar tras la «casi guerra civil» de 1921-1923 bajo el liderazgo de Emiliano Iglesias, el astuto gallego de enorme bigote estilo káiser que era allí el lugarteniente de Lerroux. En el ámbito nacional, el Partido Radical apenas existía al menos en un tercio de las provincias, mientras que los resultados de las elecciones generales seguían siendo deprimentes: en 1919 consiguió tres diputados; y en 1920, cinco. En 1923 tocó techo con doce. Con todo, esto no representaba más del 3 por ciento de los escaños en las Cortes[36]. Lerroux saludó el golpe de Estado del general Primo de Rivera asegurando: «Si me necesitan, estoy esperando la orden, el aviso, la súplica». Suponiendo que el Gobierno militar sería pasajero, el líder radical se ofrecía a sí mismo como guardián del retorno a la normalidad constitucional. Pero esta suposición resultó errónea. La Dictadura no sólo duró seis años, sino que demostró no necesitar a los republicanos[37].

			La oposición del Partido Radical al régimen militar de 1923 a 1930, como la de otras fuerzas republicanas, osciló entre la benevolencia y la impotencia. La vida del partido se limitaba a acontecimientos deportivos y pequeñas reuniones, incluidos los inevitables actos de homenaje al jefe. No había ya mítines políticos ni ninguno de los actos de movilización que habían caracterizado al partido en su fase anterior. «Como los veteranos de Napoleón», se decía en el órgano radical El Progreso, «los que seguimos a Lerroux podemos decir: “la guardia muere, pero no se rinde”». Ello se debió en parte a la prohibición de toda actividad política pero también, durante los primeros años de la Dictadura, a una patente falta de voluntad. Hubo quienes, como Pich y Pon, cooperaron plenamente con el régimen, aunque la escala de dicha colaboración no puede compararse ni remotamente con la de la UGT, que unió sus fuerzas a las del dictador teniendo en cuenta sólo sus objetivos corporativos y, a la vez, intentando destruir a su archirrival, la ilegalizada CNT[38].

			Las restricciones a la vida política normal llevaron a los republicanos a la conspiración. Poco después del pronunciamiento de septiembre de 1923, Lerroux escribió a Blasco Ibáñez que pronto un golpe pondría fin al nuevo régimen, pero este optimismo estaba más destinado a mantener viva la «llama sagrada» del republicanismo que a otra cosa. Al año siguiente, el general disidente Cavalcanti se puso en contacto con el líder radical, pero sin consecuencias, por ser destinado poco después aquél a los Balcanes por el dictador[39]. Más importante fue la creación de la Alianza Republicana en febrero de 1926, el primer paso hacia la coordinación de la oposición republicana. La Alianza, una federación libre compuesta por el Partido Radical, los federales y el Partido Catalán Republicano de Marcelino Domingo, también incluía a Acción Republicana, un grupo de intelectuales con base en Madrid fundado el año anterior. Pronto la Alianza afirmó contar con el apoyo de cuatrocientos cincuenta grupos locales y un número de afiliados próximo a los 100.000. La junta, que incluía a Lerroux, Domingo y Manuel Azaña —de Acción Republicana—, consiguió coordinar a los distintos grupos y, a pesar de las muchas limitaciones legales, mantener un mínimo nivel de actividad. Al igual que todos los intentos de unidad republicana anteriores, la Alianza se enfrentó pronto con discrepancias y divisiones. La principal escisión fue la existente entre los republicanos «antiguos» y los «nuevos». Los «nuevos», que incluían a Azaña y Domingo, daban mayor importancia a la reforma social, la politización de la clase trabajadora y mayor democracia interna. Los «viejos» republicanos —sobre todo Lerroux— eran criticados por su conservadurismo y «caudillismo»[40].

			Las divergencias en el seno de la Alianza cristalizaron por las reacciones al artículo de líder radical «Colaboración y revolución», de abril de 1929, en el que exigía un «Gobierno nacional de todos los grupos políticos» que decidiese el destino de la nación por medio de unas Cortes Constituyentes. Al situar la «soberanía nacional» por encima de la República, desató las iras de sus aliados, para quienes había ido demasiado lejos en su actitud conciliatoria con el régimen. Dos meses después, los federales abandonaron la Alianza en unión de intelectuales como Gregorio Marañón, Ramón Pérez de Ayala y Luis Jiménez de Asúa, quienes, junto con José Ortega y Gasset formarían más tarde un cuasi-partido, la Agrupación al Servicio de la República. Ese mismo mes, otra sección de la Alianza, encabezada por Marcelino Domingo y por el escritor y antiguo diputado radical Álvaro de Albornoz, también se escindió para formar el Partido Republicano Radical Socialista (PRRS). Deseando escapar del populismo y personalismo de los «históricos», la nueva fuerza aspiraba a una síntesis de republicanismo y socialismo, a una entidad republicana «a la que pudiesen adherirse los trabajadores»[41]. Estratégicamente, Domingo y Albornoz pretendían sacar partido del creciente entusiasmo hacia la causa republicana a fin de poder volver a la Alianza desde una posición de fuerza. En realidad, fue el levantamiento parcial de las restricciones de julio de 1929 y la proliferación de apoyos a los republicanos lo que permitió a la Alianza afrontar las numerosas escisiones. Con el aumento de sus actividades también creció su número de afiliados, que a mediados de agosto ascendía a 150.000. Muchos de los grupos locales, provinciales y regionales que, tras salir de su forzosa hibernación, se unieron a la Alianza fueron cooptados de hecho por los lerrouxistas, haciendo de aquélla más que nunca una creación suya. A finales de 1929 y comienzos de 1930 el Partido Radical celebró asambleas regionales en Barcelona, Huelva, La Coruña, Valencia y Madrid. «¿Qué partido de oposición en España —se preguntaba El Progreso— podía reunir semejante apoyo en defensa del ideal?». Además, el jefe radical, como admitió el líder federal Hilario Ayuso, seguía siendo el «eje del republicanismo español»[42].

			La estrategia radical se desplegó alrededor de dos ideas centrales. En primer lugar, el temor a la revolución. La República no debía nacer, decía Lerroux, en medio de «tumultos callejeros contra el orden social». Así, en su artículo «Colaboración y revolución» pedía un Gobierno nacional porque «el Soviet [...] estaba a punto de nacer». En otras palabras, era preciso evitar la «tragedia» de una «revolución social» propiciando el triunfo de una «revolución política», es decir, controlada por los partidos, y no arrastrada por las masas populares. La segunda idea, íntimamente ligada a la defensa de esta «revolución política», consistía en ampliar los apoyos sociales de los republicanos. A comienzos de 1930 el líder radical dejó claro que los republicanos no sólo tenían que unirse, sino además llegar a otros sectores de la sociedad, desde la extrema izquierda a las fuerzas de oposición moderadas, no republicanas. Según explicaba Lerroux en una carta de junio de 1929, ésta no era una «evolución absurda» sino «una táctica encaminada a traer a nuestro lado gente nueva». En consecuencia, su propaganda no iba dirigida a los «republicanos de abolengo, sino para los de nuevo cuño y para los enemigos del régimen actual». Estaba convencido de que, según subrayó en un discurso en Valencia a finales de 1930, existía una «crisis de personas [...] de preparación para la organización de un nuevo Estado». El líder radical pensaba que sólo creando un frente antidinástico lo más amplio posible podría garantizarse una transición controlada a la República. Sin embargo, Lerroux subrayaba por encima de todo la necesidad de unión de los republicanos. Por ello, la puerta de la Alianza quedaba abierta para el regreso de quienes habían roto con ella. Primero fueron los federales quienes volvieron a unirse a la agrupación; más tarde, la Alianza acordó coordinar sus actividades tanto con el PRRS como con la nueva formación gallega, la ORGA. A finales de mayo de 1930, todas las fuerzas republicanas a excepción de los catalanes habían pasado a formar una alianza táctica[43].

			 El crecimiento de la oposición a la Dictadura se debió no tanto a la fuerza del movimiento republicano cuanto a los errores del propio régimen. Entre 1928 y 1930 los enfrentamientos de Primo de Rivera con el Ejército, los intelectuales, los nacionalistas catalanes y los estudiantes y profesores universitarios politizaron rápidamente a las clases medias. Este proceso de deterioro alcanzó su punto culminante con el estallido de la burbuja económica y la posterior incapacidad del régimen para detener la caída de la peseta. Los republicanos supieron sacar partido del creciente descontento precisamente porque el dictador militar —que había sido manifiestamente incapaz de crear su propio sistema político— había demolido las bases de los partidos monárquicos. Primo de Rivera, en definitiva, creó más republicanos que los propios republicanos. Pero sólo tras la caída de la Dictadura en enero de 1930 crecería el movimiento republicano a un ritmo verdaderamente vertiginoso, llenando el vacío dejado por los partidos dinásticos. La incorporación en abril de 1930 de Niceto Alcalá-Zamora, un antiguo ministro monárquico de pelo alborotado, añadió otro importante estímulo a la causa republicana. Además, se unió a ésta Miguel Maura, un hijo de Antonio Maura de aspecto un tanto mefistofélico, garantía para la España conservadora y monárquica. Tres meses después, estos dos políticos crearon la Derecha Liberal Republicana (DLR) al objeto de instaurar una «república de orden» que protegiese los intereses de las clases conservadoras. La movilización republicana alcanzó su punto culminante en el mitin del 28 de septiembre de 1930 en la plaza de toros de Madrid. Para entonces, el líder radical había cambiado de estrategia. Hasta muy poco tiempo antes había seguido manteniendo que unas Cortes Constituyentes debían decidir el futuro de la Monarquía. Ahora, sin embargo, insistía en que la abdicación era la única solución a la crisis en curso. De los ocho oradores del mitin de Madrid cuatro eran radicales, pero sobre todo su jefe, en frase de un periodista, «magnetizó a la multitud»[44].

			 El relieve de los radicales en el mitin de septiembre contrastaba vivamente con su tratamiento en una reunión de líderes republicanos celebrada un mes antes en San Sebastián con el objetivo de incorporar a los catalanes a la oposición y de crear un comité organizador de la «revolución». Una vez conseguido lo primero, los conspiradores pasaron a debatir la composición del «Comité Revolucionario». A pesar de la importancia histórica y política del Partido Radical, la ambigua relación de Lerroux con la Monarquía y su historial de corruptelas hacían que sus colegas sintieran una profunda desconfianza hacia él. A ello se añadía la hostilidad personal de Miguel Maura hacia el líder radical —bête noire de su padre—. En consecuencia, el director del Comité no acabaría siendo Lerroux, sino Alcalá-Zamora, un converso con cuatro meses de antigüedad. De hecho, el jefe radical no fue incluido en el Comité ni, lo que es peor, figuró siquiera en la lista de suplentes. En cambio, sí pertenecía a la troika a la que se confió la tarea de acercamiento a las organizaciones de la clase trabajadora. Pero incluso en ella se marginó a Lerroux. Allí había de tratar no sólo con los dos principales movimientos obreros —los anarcosindicalistas o los socialistas— sino también con el periférico Partido Comunista de España (PCE), una misión tanto más desairada cuanto que sus sentimientos antisoviéticos eran bien conocidos[45]. Quedaban pocas dudas de que el líder radical había sido tratado de manera humillante. Él mismo consideró aquellas decisiones «una injuria y un agravio» que sólo buscaban su «eliminación». En realidad, sus colegas habían intentado equilibrar la indudable popularidad del líder radical con su fama de «garbanzo negro» del republicanismo. Así, Marcelino Domingo recordó más tarde que Lerroux «nos ponía la carne de gallina» y era considerado «un elemento tan peligroso como la misma policía», aunque se le aceptaba como un «mal necesario» pues había «pocos republicanos y que los pocos residuos existentes obedecían la disciplina de don Alejandro». Pero el ostracismo del jefe radical en San Sebastián no fue sólo, según admite Maura, «una ofensa» sino además una acción contraproducente, pues se consideraba imposible construir la República «contra él». El error se agravaría por el hecho de que el Comité Revolucionario actuó «sin contar con él»[46]. 

			La marginación de los radicales aumentó dos meses después, cuando se trató de la composición del «Gobierno provisional». Los dos puestos clave, el de primer ministro y el de ministro de la Gobernación, se adjudicaron a los dos antiguos monárquicos Niceto Alcalá-Zamora y Miguel Maura. Antes de que Lerroux llegara a la reunión, se sugirió que éste asumiera la cartera de Justicia, pero Maura objetó que los acólitos del jefe radical empezarían a subastar sentencias judiciales en la Puerta del Sol. Lerroux, al llegar, declaró su interés por el Ministerio de la Gobernación pero, a pesar de que él mismo les recordó que había sido la «encarnación» de la causa republicana desde comienzos del reinado de Alfonso XIII, se le relegó a Estado (Asuntos Exteriores), uno de los ministerios de menor peso dada la abrumadora importancia de la política interior y la escasa relevancia internacional de España[47]. Lerroux también protestó, con razón, por el hecho de que se diera sólo un ministerio a los radicales. El Gobierno provisional eligió entonces al taciturno sevillano Diego Martínez Barrio para un Ministerio de Comunicaciones aún por crear. Era de nuevo otro ministerio de poca importancia que, para empeorar las cosas, iba a enfrentar al ministro radical con los sindicatos de correos, dominados por los socialistas. En conjunto, el Partido Radical salió muy malparado de las negociaciones. Sus dos miembros ocupaban ministerios de bajo rango, mientras que el PPRS ocupaba los ministerios de Instrucción Pública y Obras Públicas. Peor aún, los socialistas, que en fecha tan reciente como en el Congreso Nacional de 1928 se habían mofado de los republicanos, ocuparon tres ministerios de peso: Economía, Trabajo y Justicia. Pero la incorporación de los socialistas significó que finalmente se había creado un frente común republicano-socialista[48].

			 A pesar del torrente de apoyos a la causa republicana, el Comité Revolucionario aún pretendía llegar al poder por medio de un pronunciamiento. Muchos de los primeros planes insurreccionales habían provenido de individuos y grupos aislados en vez de iniciativas con amplios apoyos. Sin embargo, la Alianza participó, si bien sólo de manera periférica, en el levantamiento de la «Sanjuanada» de 1926, y desempeñó un activo papel en el intento de golpe del anterior primer ministro Sánchez Guerra en enero de 1929[49]. En general, el compromiso de Lerroux con los conspiradores está fuera de duda. De hecho, terminó en la cárcel en 1926 y 1928. Más tarde confió a un amigo: «La policía no me dejaba en paz»; y que sus actividades subversivas le habían hecho perder doce kilos. A comienzos del año 1930, Martínez Barrio estuvo implicado en los preparativos de un pronunciamiento en Andalucía. La escasez de recursos del Comité se puso de relieve durante el frustrado levantamiento de diciembre de 1930, celebrado en conjunción con una huelga general socialista. Eran tantas las sospechas que recaían sobre el líder radical —de quien se temía un doble juego— que apenas se le habían asignado responsabilidades en los preparativos de la insurrección. Según escribe Maura, nadie en el Gobierno provisional tenía «la menor confianza» en Lerroux, considerándosele «sumamente peligroso». Pero el líder radical, como había demostrado en 1917, estaba perfectamente preparado para derribar la Monarquía por medios violentos si surgía la oportunidad. Rechazado por sus aliados, de hecho Lerroux había creado su propio comité revolucionario paralelo[50].

			 Tras el fracaso de diciembre de 1930, la mayor parte del Gobierno provisional terminó en prisión o en el exilio. Lerroux, con la probable connivencia del régimen, se quedó en Madrid. Y a pesar de habérsele asignado la representación del Comité Revolucionario, permaneció aislado. Los miembros del Gobierno provisional encarcelados se negaron a aceptar los intermediarios nombrados por Lerroux, lo que provocó otra «gran decepción» del jefe radical. Con todo, no sólo intentó unir a socialistas y republicanos, sino que además instó a los comités provinciales a no ceder en su ofensiva contra la Monarquía. Se propuso también ganar para la causa republicana al Ejército y a la Guardia Civil, llegando a entrevistarse con el General Sanjurjo, jefe de esta última. Pero los contactos de Lerroux se limitaron sustancialmente al Partido Radical, mientras que su apoyo en el Ejército era reducido. En consecuencia, la mayor contribución del Comité dirigido por Lerroux a la campaña antidinástica fue la difusión de propaganda clandestina[51].

			 La llamada Dictablanda del general Berenguer, que había accedido al poder tras la caída de Primo de Rivera, sucumbió finalmente el 14 de febrero de 1931. El intento del general de volver a la normalidad constitucional se vio frustrado ante todo por la campaña de abstención de la alianza republicano-socialista. El nuevo primer ministro, el almirante Aznar, deseando de nuevo regresar al régimen constitucional, convocó elecciones municipales para el 12 de abril. La oposición antidinástica aprovechó estas elecciones para convertirlas en un plebiscito sobre el futuro de la Monarquía. Los radicales no estaban muy convencidos, por creer la maniobra una trampa gubernamental, pero participaron en las elecciones por disciplina hacia la coalición republicano-socialista. Al conocerse los resultados, se vio que, si bien en las zonas rurales no había variado el control del régimen sobre el electorado, en las ciudades pequeñas y grandes sucedía lo contrario: la alianza republicano-socialista había derrotado a los partidarios de la Monarquía en casi todas las cincuenta capitales de provincia. El 14 de abril el Rey partió al exilio. Había triunfado la República. Los radicales, al igual que sus aliados, se sorprendieron de que el régimen hubiese sido fruto de unas elecciones municipales. En particular, Lerroux había conseguido, finalmente, «el sueño y la meta de todas las aspiraciones de su vida»[52]. 

			La ambigüedad que había caracterizado al Partido Radical antes de la República fue a la vez su principal activo y su punto más débil. Por una parte, el Partido Radical había suscitado la desconfianza, si no el desdén, de las demás fuerzas republicanas y socialistas por su relación simbiótica con la Monarquía. Por otra, también había demostrado el valor de la flexibilidad al permitirles colaborar con fuerzas a su derecha y a su izquierda. En definitiva, el futuro de la República probablemente se configuraría en gran medida por la interacción entre la rigidez ideológica de la izquierda y el pragmatismo centrista de los radicales.
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			«UNA REPÚBLICA PARA TODOS LOS ESPAÑOLES»: LA DEFENSA DEL CAMBIO Y LA CONTINUIDAD (ABRIL-JUNIO DE 1931)

			 

			 

			 

			La Segunda República nació el 14 de abril de 1931, en medio de una oleada de euforia. Gentes de toda condición, muchas de clase media o baja, e incluso de clase alta, se echaron a la calle en los pueblos y ciudades de toda España para celebrar la proclamación del nuevo régimen. Instituciones hasta entonces incondicionalmente adictas a la Monarquía, como las asociaciones de terratenientes y las órdenes religiosas, quedaron tan impresionadas por la inesperada caída de la monarquía que declararon su adhesión al incipiente régimen. Las expectativas eran tan grandes, tras los desastres del reinado de Alfonso XIII, que mucha gente recibió la República como una panacea para los males de la nación. La transformación espontánea de las calles y plazas en una fiesta del pueblo antimonárquico fue por ello el final idóneo de un proceso que había visto derrumbarse el antiguo régimen por un plebiscito en vez de un pronunciamiento. Como señaló un observador, «la República es obra del pueblo»[53].

			El primer régimen democrático de la España del siglo XX se enfrentaba, sin embargo, con una formidable serie de obstáculos si quería consolidarse, y más aún cumplir las grandes expectativas que había suscitado. Un primer problema era que la República nacía en el momento álgido de la Gran Depresión de los años treinta. Cierto es que la economía española, protegida por elevados muros arancelarios y poco orientada hacia el comercio internacional, sufrió una crisis menos grave que las principales economías occidentales. Sin embargo, varias industrias de importancia, en especial la construcción, la industria metalúrgica y la minería en Asturias, así como el sector exportador de la agricultura, se vieron muy dañados por el crash bursátil de 1929. Además, el boom de los años veinte, el mayor de la historia de España, registró un súbito parón, dando lugar al mayor endeudamiento de la historia de España. Para los políticos de la República, el problema más inmediato y explosivo que provocó la recesión fue el desempleo. Al subempleo estructural crónico en industrias tales como la construcción, pero sobre todo en el sector agrícola, el mayor de la economía, se añadió el azote de un paro creciente. En aquellas zonas dominadas por los latifundios, especialmente en el sur del país, los jornaleros solían estar sin trabajo cinco o seis meses al año. En la primavera de 1931, las cosas empeoraron aún más debido a varias malas cosechas sucesivas y una reciente sequía invernal. Los años republicanos se verían marcados por la recesión económica de 1929-1931, especialmente en lo que se refiere a las relaciones entre obreros y empresarios, tanto en las ciudades como en el campo[54].

			La naturaleza misma de la transición de la Monarquía a la República, con el abandono pacífico del país por Alfonso XIII a raíz del resultado de las elecciones municipales de abril, puede considerarse un obstáculo adicional a la consolidación del régimen a la vez que un límite a los anhelos reformistas de los antimonárquicos. Los principales apoyos del antiguo régimen, especialmente el Ejército, la Iglesia y la oligarquía terrateniente, dejaron solo al Rey, más por conveniencia que por identificación con la causa republicana, con lo que consiguieron mantener su poder social e institucional, pero también dieron a entender que, aunque existieran algunos elementos progresivos o moderados en cada institución, se iban a convertir en un freno ante los cambios. Si la Monarquía hubiese sido derribada por medios revolucionarios o violentos, en vez de por la breve e incruenta transición de los días 12-14 de abril, el equilibrio de poderes habría sido radicalmente diferente.

			Aunque instituciones básicas del sistema social anterior se mantuvieran intactas, las fuerzas políticas de la monarquía se desintegraron. Los dos partidos dinásticos, liberales y conservadores, habían sido desmantelados bajo la Dictadura, y el partido del propio Primo de Rivera, la Unión Patriótica, no sobrevivió al régimen que lo había creado. Pero las fuerzas defensoras de los intereses del antiguo régimen poseían enormes recursos propios. En primer lugar, el caciquismo, columna vertebral del sistema de la restauración, estaba vivo y coleando. Esto se había demostrado sobradamente en las elecciones de abril, en las que los monárquicos, a pesar de haber sido derrotados de forma aplastante por los republicanos en las ciudades, habían triunfado en el campo gracias a las maniobras de los caciques. La influencia de éstos sólo podía ser eliminada o reducida por medio de reformas muy complejas, administrativas, agrarias y de otras clases. En segundo lugar, la derecha contaba aún con un amplio respaldo social, un entramado organizativo y recursos financieros. En términos políticos, los monárquicos podían haber sido desplazados, pero las fuerzas de la derecha, en cuanto se reorganizaran, estaban llamadas a ejercer una considerable influencia sobre el nuevo régimen.

			Los recursos de la coalición republicano-socialista eran, comparativamente, muy escasos. El movimiento republicano estaba dividido en numerosas agrupaciones locales y provinciales que componían los órganos nacionales, escasamente integrados, así como en diversos partidos regionales independientes. De las entidades nacionales, Acción Republicana, que por entonces seguía siendo un mero grupo y no un partido, no tenía más que una raquítica estructura en algunas provincias, mientras que el PRRS poseía una organización más amplia, pero estaba lejos de ser una organización de masas verdaderamente nacional: tres meses después de proclamada la República, el Partido Radical-Socialista no tenía más que 45.000 afiliados[55]. Un tercer partido, la DLR, era un órgano en embrión marcado por la influencia personal de sus dos fundadores, Alcalá-Zamora y Miguel Maura.

			El Partido Radical era el más grande y sin duda el mejor organizado de todos los republicanos. Pero, más que un partido verdaderamente nacional, seguía siendo una agrupación de órganos regionales y provinciales muy autónomos agrupados en torno a la figura carismática de Lerroux. En gran parte de España, especialmente en el campo, los radicales tenían una presencia insignificante o nula. Como el resto de los partidos republicanos, se caracterizaba por su fragmentación organizativa, la escasez de sus recursos financieros y una base social abrumadoramente urbana en un país donde casi la mitad de cuya población activa trabajaba aún en el campo. Del conjunto de fuerzas que componían la coalición republicano-socialista, la más organizada y con mejor apoyo era el movimiento socialista, cuyo grueso lo constituía la UGT. Pero incluso los socialistas estaban lejos de tener un alcance verdaderamente nacional. Hasta 1930 la UGT no empezaría a penetrar verdaderamente en las zonas rurales, mientras que ni la UGT ni el PSOE habían conseguido nunca establecerse en Cataluña, la mayor región industrial de España. Por el contrario, la principal organización sindical catalana era la CNT, al igual que ocurría en muchas otras partes de España como Gijón, Sevilla y Zaragoza. Los anarcosindicalistas, sin embargo, no formaban parte de la coalición republicano-socialista, sino que mantenían una actitud muy ambigua hacia el nuevo régimen, habiendo respaldado el movimiento antimonárquico sólo para conseguir una amnistía para sus presos y mayor libertad de organización. El Partido Comunista, por su parte, de muy escasa importancia a nivel nacional pero relevante en ciertas localidades como Sevilla, desde el principio declaró la guerra a la República como una farsa burguesa. Por ello, la actitud ante la República por parte de las distintas organizaciones obreras era, en el mejor de los casos, equívoca y, en el peor, hostil[56].

			La incapacidad de la alianza republicano-socialista para derribar la Monarquía por la fuerza había quedado al descubierto por el fracaso del golpe de Estado de diciembre de 1930. En particular, el líder radical, Alejandro Lerroux, no había conseguido hacer realidad el sueño de llegar al poder por medio de un pronunciamiento, al estilo decimonónico, acariciado a lo largo de sus muchos años en la oposición. Y ahora que los republicanos y socialistas tenían finalmente en sus manos las riendas del Estado, se encontraban en una posición más fuerte que nunca —especialmente porque los monárquicos estaban desmoralizados y desorganizados— para imponer una verdadera revolución por medio de la fuerza. Y sin embargo, los gobernantes republicanos carecieron de la voluntad, la estrategia y, con toda probabilidad, el apoyo militar para una empresa semejante. En cualquier caso, el carácter pacífico de la transición —posteriormente elogiado por Lerroux como «una lección histórica para el mundo entero»— y el vertiginoso brote de apoyo a la causa antimonárquica tras la caída de la Dictadura, habían convencido a los republicanos de que un régimen de democracia parlamentaria gozaría de apoyo y legitimidad suficientes para satisfacer las muchas expectativas que despertaba. El enfoque escrupulosamente legalista adoptado por el Gobierno provisional se plasmaría en el Estatuto Judicial, promulgado el día de proclamación de la República, que decretaba la convocatoria de elecciones a Cortes Constituyentes con la finalidad de redactar una constitución democrática. El meticuloso procedimiento adoptado por el gabinete, sin duda producto de la mente legalista del primer ministro Niceto Alcalá-Zamora, reflejaba el deseo de implantar un régimen que, frente a las prácticas de la Monarquía, estuviese sustraído a todo reproche de arbitrariedad[57].

			El reto fundamental con que se enfrentaba el Gobierno provisional consistía en consolidar la República, canalizando con algún éxito las diversas expectativas del pueblo antimonárquico, integrando a la vez, o neutralizando, a aquellos sectores de la sociedad que le eran declaradamente hostiles. La contradicción básica del pueblo antimonárquico —desde empresarios hasta trabajadores sin tierra, comerciantes, artesanos, terratenientes, trabajadores no cualificados y las clases profesionales, y que incluía a muchos antiguos monárquicos y a la llamada «clase neutra»— radicaba en su carácter de movimiento opositor, que no poseía un programa de gobierno compartido o visión común sobre el futuro del país. Las multitudes que atiborraron las plazas y calles de España el 14 de abril en la celebración de la República albergaban una multitud de esperanzas dispares y a menudo contrapuestas. Las numerosas organizaciones de trabajadores, que iban desde la clásica división entre la UGT y la CNT al Partido Comunista, los sindicatos católicos y los trabajadores republicanos, se caracterizaban por ideologías e intereses fuertemente encontrados.

			Comparada con las divisiones sectarias de los trabajadores organizados, el panorama de las clases medias era aún más inquietante. A pesar de los numerosos partidos republicanos, éstos no dominaban ese sector de la opinión. Tradicionalmente, el mundo católico, mayoritario entre las clases medias, estaba fuera de la órbita republicana. La divisoria existente entre los republicanos y la clase media católica representó un desafío fundamental para la consolidación de la República, especialmente a la vista de la importancia del anticlericalismo en la cultura política republicana. La escisión religiosa también afectaba a la clase alta y a los trabajadores, pero en menor medida. En términos generales, las clases medias estaban divididas en católicos y anticlericales, nacionalistas periféricos y centralistas, republicanos —incluidos algunos católicos— y no republicanos, y republicanos conservadores, progresistas y radicales. Y tampoco hay que olvidar a la clase neutra, aquel segmento vagamente definido de la clase media que no se había comprometido plenamente con la Monarquía pero que, al igual que muchos monárquicos, tampoco sentía entusiasmo por la República. En resumen, las diversas expectativas de la heterogénea clase media planteaban graves problemas para la estabilidad de la República.

			Los intereses en conflicto tuvieron que encontrar acomodo mediante un Gobierno provisional, él mismo dividido en socialistas, republicanos conservadores y de izquierda, nacionalistas catalanes y gallegos, así como católicos recientemente conversos a la causa republicana. Si bien los socialistas y los republicanos de izquierda, incluidos los nacionalistas catalanes y gallegos de corte progresista, se identificaban con la idea de reforma, no tenían un programa en común y ni siquiera compartían un conjunto de propuestas de gobierno. Los republicanos de izquierda estaban, en general, más interesados por reformas institucionales y culturales que los socialistas, para los cuales lo primordial eran las cuestiones socioeconómicas. Y mientras que los republicanos de izquierda y los socialistas mantenían que la República carecería de sentido si no realizaban reformas culturales o sociales de gran calado, el Partido Radical, junto con la DLR, creían que la meta suprema era la instauración de la democracia parlamentaria. Por otra parte, las discrepancias sobre el contenido de la República existían no sólo entre los diferentes partidos sino también en el seno de cada uno de ellos. El líder de la UGT Francisco Largo Caballero había colaborado con la Dictadura de Primo de Rivera para promover los intereses corporativos del sindicato, en detrimento de su eterno rival, la anarcosindicalista CNT; es decir, se consideraba republicano no para implantar la democracia sino para promover los intereses del sindicato socialista. La República, para Largo Caballero, no era más que una etapa en el camino hacia el socialismo. En cambio, Indalecio Prieto, la figura dominante del Partido Socialista, que se había negado a colaborar con la Dictadura por cuestión de principio, consideraba que la República reformista era un fin que había que defender por sí mismo[58].

			También el Partido Radical albergaba visiones divergentes del nuevo régimen. Dado el trasfondo populista de los radicales, no es sorprendente descubrir que en el partido existían las más diversas opiniones, no sólo sobre cuestiones como la autonomía catalana, la Iglesia católica y la reforma agraria, sino incluso sobre los principios políticos básicos. Por ejemplo, las prácticas clientelares del partido en Barcelona no coincidían con la visión que tenían muchos otros, como la sección sevillana dirigida por Martínez Barrio, y lo mismo ocurría con la fijación zorrillista de Lerroux a favor de los pronunciamientos militares al estilo decimonónico. En términos generales, el partido estaba dividido entre el «viejo» radicalismo —centrado en el partido de Barcelona, cercano a las prácticas políticas del régimen dinástico— y el «nuevo» radicalismo —que sacaba su fuerza de los partidos regionales, tales como los de Sevilla y Tenerife, y centraba su interés en la defensa de los procedimientos democráticos—. Sin embargo, gracias a Lerroux, cuyo liderazgo carismático siempre consiguió subordinar las diferencias políticas, estas diferencias eran menos manifiestas en el Partido Radical que en el movimiento socialista. En el seno de Acción Republicana y del Partido Radical-Socialista existían menos diferencias fundamentales al comienzo de la República, aunque los radical-socialistas pronto habían de distinguirse por su enorme variedad de opiniones sobre muchos aspectos de las reformas emprendidas[59]. En general, el Gobierno provisional se caracterizaba por su diversidad de opiniones o, dicho de otra manera, por la carencia de un programa o visión de la situación compartido por todos.

			Otra limitación del Gobierno provisional era la falta de experiencia y preparación técnica de sus propios ministros. La mayoría de miembros del gabinete habían ejercido funciones legislativas como diputados del Parlamento, pero sólo Alcalá-Zamora tenía una experiencia ejecutiva a nivel nacional, aunque Largo Caballero había participado en el Consejo de Estado de Primo de Rivera. Los ministros estaban además lastrados por su propia concepción del cambio. Confiar, como instrumento principal de la reforma y en detrimento de cualquier otro medio de cambio, en un Estado tan impotente y escasamente integrado era un enfoque muy cuestionable, dada la dificultad del reto de enfrentarse a problemas estructurales como el caciquismo y la fuerza de la Iglesia católica y el Ejército. Otra cortapisa en relación al margen de maniobra de los republicanos era la pobreza del pensamiento económico, que se reflejaba en el estricto seguimiento de una ortodoxia basada en el presupuesto equilibrado y los bajos impuestos —lo que puede haber sido también una reacción contra el intervencionismo estatal de la época de Primo de Rivera—. Los efectos de la recesión mundial, la monumental deuda heredada de la Dictadura y los escasos recursos fiscales del Estado español exigían una respuesta más creativa. Fue sintomático de la indiferencia de los republicanos ante los asuntos económicos el nombramiento de un socialista como Indalecio Prieto para el ministerio de Hacienda, a pesar de su patente falta de experiencia en macroeconomía y de la desestabilizadora repercusión que podía tener su nombramiento en el mundo de los negocios.

			La Segunda República española era la última de una larga serie de repúblicas europeas creadas al concluir la I Guerra Mundial, como Alemania, Austria, Checoslovaquia, Polonia y, ya en los años veinte, Irlanda y Grecia. La vecina Portugal había proclamado el Estado republicano desde 1910. La mayoría de estas repúblicas habían evolucionado posteriormente hacia regímenes autoritarios, justamente en el momento en que muchos otros regímenes de Europa avanzaban en dirección contraria. En este sentido, España sin duda era diferente. El Gobierno provisional, por tanto, tuvo que enfrentarse a las grandes y variadas expectativas de su base popular a la vez que a sus propias divisiones y deficiencias, todo ello en el contexto de una depresión económica mundial y en el momento en que refluía la oleada de democracia en Europa.

			Para consolidar la República y la propia posición de la coalición republicano-socialista dentro de ella, el Gobierno provisional decidió mantenerse sin cambios al menos hasta las elecciones a Cortes Constituyentes de junio de 1931. Las discrepancias dentro de la alianza gubernamental se mantuvieron al mínimo, a pesar de la tajante y controvertida índole de las reformas que comenzaron a emprender por decreto en los primeros tres meses. Sin embargo, el aspecto más controvertido de la reforma agraria —la redistribución de la tierra— se dejó a las Cortes Constituyentes, precisamente para evitar conflictos en el seno del gabinete. La tarea más urgente con la que se enfrentaba el Gobierno era la crisis del desempleo en el campo, especialmente en el sur. Millares de trabajadores y sus familias vivían en la más absoluta miseria, a menudo luchando por su propia supervivencia. El ministro de Trabajo, Francisco Largo Caballero, sacó partido de la situación al promulgar un amplio paquete de reformas laborales, la más notable de las cuales fue la creación de los jurados mixtos, que mediarían en las disputas entre trabajadores y empresarios. A diferencia de los comités paritarios creados bajo la Dictadura, los nuevos comités extendieron su jurisdicción de las ciudades al campo y vieron además ampliados sus poderes. Otra medida clave fue el decreto de los Términos Municipales, que prohibía a los terratenientes contratar mano de obra fuera del municipio hasta que hubiesen sido empleados todos los obreros de la localidad. Esto no sólo elevaba el empleo y los salarios locales al restringir la oferta de trabajo sino que además protegía a los sindicatos impidiendo que se redujese su influencia sobre el mercado de trabajo trayendo a inmigrantes. El extraordinario apoyo logrado por los socialistas en las zonas rurales durante el primer año del régimen se debió en gran medida a esta iniciativa de Largo Caballero. Por otra parte, una de las demandas más antiguas de los sindicatos, la jornada laboral de ocho horas, fue también implantada por decreto el 1 de julio. Todas estas medidas fortalecían los salarios, pues a partir de entonces debería abonarse horas extras a los trabajadores que trabajaban de sol a sol durante la época de cosecha; en caso contrario, había que contratar a más trabajadores. Por último, un decreto sobre laboreo forzoso o cultivo obligatorio impidió a los terratenientes dejar de cultivar su tierra, asegurando así la aplicación de las medidas anteriores[60].

			La legislación laboral de inspiración socialista en abril-julio de 1931 tuvo consecuencias muy profundas. En primer lugar, pese a no existir una ley de reforma agraria, representaba una reorganización radical del orden socioeconómico rural. Tradicionalmente, los terratenientes habían dominado de forma casi absoluta a los trabajadores sin tierra, gracias a su control de instituciones locales como los ayuntamientos, los tribunales y la Guardia Civil, así como al celoso respaldo de la Iglesia, la connivencia de las autoridades provinciales y nacionales y sobre todo al constante excedente de temporeros. El mayor abuso se había registrado en el sur, a causa de la propiedad latifundista y al alto número de jornaleros dependientes de ella. Las reformas socialistas transformaron el statu quo rural, permitiendo a los trabajadores organizarse y defenderse contra los terratenientes; en otras palabras, se puso en cuestión la hegemonía de los propietarios. En cambio, los patronos estaban más acostumbrados a negociar con los sindicatos, a partir sobre todo de su reciente participación en los comités paritarios creados por Primo de Rivera. Aun en los primeros meses de 1931 se produjo la rebelión abierta de la patronal contra la supuesta parcialidad de los comités. En enero de 1931, las asambleas, primero locales y un mes después de ámbito nacional, promovidas por la Defensa Mercantil Patronal, que representaba a 14.000 comerciantes y tenderos de Madrid, exigieron la retirada de los comités. Quedó así claro desde el principio que los jurados mixtos y demás medidas laborales iban a provocar una feroz resistencia por parte de los empresarios, tanto rurales como urbanos. En segundo lugar, las reformas de Largo Caballero no iban tan dirigidas a mejorar la suerte de los trabajadores en general cuanto la de los trabajadores socialistas. Como había ocurrido bajo la Dictadura, la legislación tenía por objeto no sólo afianzar en el Estado a los socialistas, sus autores, sino además —dado que la CNT, por principio, no participaría en programas estatales— ganarse a las bases anarcosindicalistas para la UGT, demostrándoles las ventajas del socialismo de Estado. En otras palabras, el Gobierno provisional no consiguió integrar a los anarcosindicalistas en el nuevo régimen, explotando el conflicto latente en el seno de la CNT entre la FAI revolucionaria y la dirección sindicalista más moderada. Por el contrario, el intento de la UGT de fomentar sus propios intereses a expensas de la CNT reprodujo la situación de la Dictadura y distanció a los anarcosindicalistas del nuevo régimen, lo que no haría más que elevar la tensión social y provocar inestabilidad. En general, las importantes reformas laborales aprobadas a las pocas semanas de instauración de la República tuvieron un doble efecto. Por una parte, supusieron un considerable avance para los trabajadores afectados; por otra, al alinear en su contra tanto a los empresarios como a la CNT, provocaron las primeras fisuras en el pueblo antimonárquico[61].

			Otras reformas emprendidas por el Gobierno provisional durante sus primeros días incluyeron los esfuerzos del ministro de Instrucción Pública del Partido Radical-Socialista, el ex maestro y periodista Marcelino Domingo, por transformar el sistema público, especialmente mediante la creación de escuelas primarias. Tradicionalmente, los republicanos habían atribuido la máxima importancia a la educación, por encima de ningún otro aspecto de las reformas. La ilustración, en la cultura republicana, era la clave del progreso. En 1930, el analfabetismo afectaba aún a entre un cuarto y un tercio de la población española, mientras que el 60 por ciento de los niños no recibía educación alguna[62]. El principal objetivo de Domingo era «sembrar España de escuelas». Un decreto del 12 de junio estipulaba la construcción de 27.151 nuevas escuelas primarias, 7.000 de las cuales habían de estar terminadas al iniciarse el siguiente curso académico. Las medidas adicionales incluían el decreto del 6 de mayo, que hacía optativa la enseñanza religiosa en las escuelas públicas, y el innovador edicto del 29 de mayo, que creaba las Misiones Pedagógicas, para llevar la cultura, por ejemplo en la forma de grupos teatrales, a los pueblos[63].

			Otra de las principales reformas del Gobierno provisional tuvo como objetivo las fuerzas armadas. El ministro de la Guerra, Manuel Azaña, pretendía «republicanizar» y modernizar el Ejército. Lo primero se pretendió conseguir principalmente mediante el decreto del 25 de abril, que tenía por finalidad reducir el inflado cuerpo de oficiales —con una cifra de miembros tres veces superior a la necesaria—, para lo cual les permitió retirarse con el sueldo íntegro. De los 21.000 oficiales, 8.000, incluidos la mayoría de los generales, optaron por la jubilación anticipada. Sin embargo, el segundo objetivo estuvo condenado desde el principio por la escasez de fondos públicos. En efecto, la modernización se redujo a reestructurar las fuerzas armadas con intención de ahorrar dinero; un decreto del 25 de mayo reducía a la mitad, de dieciséis a ocho, el número de divisiones; otro del 3 de junio reducía el «Ejército de África» en el protectorado de Marruecos; y un tercero suprimió cuatro de las siete academias militares. Azaña también redujo el Ejército de otros modos; la impopular Ley de Jurisdicciones de 1906, que concedía a los tribunales militares el derecho de procesar a periódicos o individuos privados por insulto a las fuerzas armadas o al honor de la patria, fue abolida el 17 de abril[64].

			Estas primeras reformas por decreto, pese a ser amplias y en ocasiones radicales, no crearon enfrentamientos de importancia en el Gobierno provisional. Ciertamente, la proximidad de los radicales a la patronal y sus vínculos restantes con la CNT les daban sobrados motivos para oponerse a las medidas de Largo Caballero. Sin embargo, los radicales, como los demás miembros del Gobierno, descartaron el enfrentamiento en la creencia de que la consolidación de la República y de su propio destino electoral inmediato exigía la unidad de la coalición republicano-socialista, al menos hasta que hubiesen tenido lugar las elecciones a Cortes Constituyentes. A pesar de la imagen conservadora de los radicales en los círculos republicano-socialistas, estaban lejos de ser hostiles al espíritu reformista dominante en el Gobierno provisional. Lerroux, en su primer gran discurso público, el 7 de junio en Valencia, elogió efusivamente las reformas de Azaña y Domingo calificándolas de «magníficas». Podía haber manifestado su crítica a las reformas laborales de inspiración socialista y al Gobierno de Prieto en Hacienda por la imposición sobre la CNT y la patronal, pero se las ahorró en nombre de la unidad del ejecutivo[65].

			En realidad, en su condición de ministro, Lerroux demostró ser un entusiasta defensor del espíritu de «regeneración». Aprovechó la inminente reunión del Consejo de la Sociedad de Naciones, en el mes de mayo, para probar sus propias credenciales reformistas. La política de la Monarquía española hacia la Sociedad de Naciones había sido apática y descomprometida, una trayectoria que había culminado en 1926 con su petulante retirada de la Sociedad a consecuencia de la negativa a conceder a España un puesto permanente en el Consejo. Lerroux manifestó su resolución de romper con este indigno antecedente al anunciar que la República, al contrario que la Monarquía, que se había limitado a enviar a un diplomático de carrera a las sesiones de la Sociedad en Ginebra, estaría representada en el Consejo por el propio ministro de Estado. Se apresuró a expresar la identificación de la República con la Sociedad de Naciones, afirmando que los ideales de paz y seguridad que defendía ésta eran una extensión natural de los valores democráticos y pacifistas de aquélla. Mientras que la Monarquía —recalcó en Ginebra, poco antes de la reunión del Consejo— había mantenido aislada a España, la República demostraría su compromiso en un «ideal internacional» más elevado, respaldando vigorosamente la búsqueda de la «paz del mundo» por parte de la Sociedad. El 20 de mayo, en su alocución inaugural ante el Consejo, Lerroux insistió en que las actividades de la Sociedad siempre habían merecido el máximo interés por parte de los republicanos españoles. Por fin, declaró teatralmente, «España está con vosotros», a lo que el presidente del Consejo respondió: «Estamos con España». Una vez más Lerroux resaltó que el Gobierno de la República española estaba resuelto a fortalecer sus relaciones «cordiales» con todos los demás países y a apoyar celosamente la labor de «esta organización de hermandad humana»[66]. Al volver a España, Lerroux recomendó al gabinete que la política exterior se guiara por los principios de la Sociedad de Naciones, adquiriendo así una «elevación moral» que realzaría la posición internacional de la República. Para este fin, sugería, el Gobierno debía preparar minuciosamente la próxima reunión del Consejo del mes de septiembre —en la que España ocuparía la presidencia— y también la Conferencia sobre desarme prevista para principios de 1932. No hay duda de que la entusiástica defensa de la Sociedad de Naciones por parte de Lerroux estaba totalmente en sintonía con la decisión del propio Gobierno de romper con el pasado monárquico. A su vuelta a España, el resonante bautismo de Lerroux como ministro de Estado encontró una entusiástica cobertura en la prensa. Por ejemplo, el principal diario republicano, El Sol, elogiaba el «gran discurso» del ministro ante el Consejo, llegando a describir la «gran elocuencia» de su francés —en realidad paupérrimo[67]—.

			Otro ámbito de la actuación ministerial de Lerroux que iba a recibir una considerable atención pública fueron los nuevos nombramientos para el Ministerio. En una sociedad permeada por una mentalidad clientelar en la que lo personal era en gran medida político, la tentación de los ministros republicanos era recompensar la lealtad de los apoyos comprometidos garantizando empleos en el sector público. De hecho, Lerroux era el modelo de un «padrino» de clientelas, que dedicaba una parte considerable del día a redactar «recomendaciones» en favor de sus protegidos o a resolver las que él mismo recibía de otros. La revista Paris-Soir calculaba que recibía centenares de visitas a diario, llegando a contabilizar 425 en un solo día[68]. El líder radical tenía un motivo adicional para nombrar a los suyos porque el mundo diplomático, cuyo cuerpo de funcionarios constituía una fuente de especial prestigio para aristócratas y miembros de clase alta, era un notorio feudo monárquico. Sin embargo, en mayo, Miguel Maura, en sintonía con el espíritu del Estatuto Judicial, publicó una circular en la que prohibía expresamente el despido de un empleado público sólo por motivos políticos. De este modo, sus compañeros del gabinete impidieron al ministro socialista Indalecio Prieto sustituir al personal de la empresa pública de tabacos, la Compañía Arrendataria de Tabacos, por personas vinculadas al PSOE. Lerroux, en su discurso de presentación al personal del Ministerio de Estado, afirmó explícitamente que no se despediría a nadie por sus ideas monárquicas. A pesar de la oposición del subsecretario, pasó a confirmar luego —según explicó en una carta al diario monárquico ABC— que a quienes habían ganado las oposiciones antes de la República se les permitiría ocupar sus puestos de funcionarios. Esto, sin embargo, no quería decir que el ministro no fuera a tener en cuenta la orientación política de quienes trabajaban a su mando. Por el contrario, a los quince días de ocupar el cargo disponía de un informe detallado sobre la ideología de todos los funcionarios del Ministerio de Estado. El informe calculaba que el número de monárquicos, cuarenta y cuatro, era de casi el doble que los veintitrés republicanos, pero clasificaba a setenta y ocho como «funcionarios al servicio de la Nación»; es decir, que los monárquicos eran menos de un tercio. Así, Lerroux se había dotado de los medios necesarios para evitar los enfrentamientos de tipo político con sus funcionarios, sin dejar de seguir las directrices fijadas por Miguel Maura. Sin embargo, cuando fue necesario, Lerroux siguió una línea de enfrentamiento más abierto. Al reorganizar el cuerpo diplomático, Lerroux suspendió la normativa vigente, provocando una viva protesta cuando el siempre atento ABC afirmó que dicha iniciativa iba en contra de la actitud defendida por el ministro en su primer discurso ante su personal. Lerroux defendió su actuación alegando que estaba en consonancia con «los intereses de la República, que son los de España»[69].

			En contraste con los funcionarios públicos, los puestos de embajador y algunos otros de renombre eran considerados nombramientos políticos, puestos de confianza del ministro en cuestión. En sus memorias, Miguel Maura describe el frenesí que provocó el nombramiento de los gobernadores civiles, pues cada partido republicano promovió a voces a sus propios candidatos, a menudo a pesar de su escasa cualificación para un puesto tan exigente. En realidad, las «recomendaciones» hechas por los partidos republicanos eran tan sectarias —aunque parezca increíble, Marcelino Domingo recomendó al propietario de un salón de limpiabotas ubicado en la Puerta del Sol— que muchos de los gobernadores civiles fueron cesados por Maura sólo un mes después debido a mera incompetencia[70]. Esta misma mentalidad «amiguista» propició la creación por varios ministros de «juntas de defensa de la República», a fin de limitar el número de recientes conversos a la República que pudieran acceder a sus ministerios. A pesar de su reputación, Lerroux mostró una acentuada resistencia a nombrar como embajadores y otros altos cargos a personas fieles a su partido. Por ejemplo, como subsecretario no eligió a un miembro del partido, sino a un diplomático de carrera, Francisco Agramonte y Cortijo. Sin duda en el caso de los embajadores esto se debía, más que nada, al hecho de que estos nombramientos estaban sujetos a la aprobación del gabinete. Así pues, el primer nombramiento como embajador de Lerroux, el del escritor Ramón Pérez de Ayala al prestigioso destino de Londres, fue una decisión políticamente popular que reflejó el deseo de designar a miembros de entre las «vacas sagradas» liberales, la mayoría pertenecientes a círculos artísticos y académicos, además de reflejar —hay que admitirlo— el escaso número de republicanos preparados técnicamente para la diplomacia internacional. Una notable excepción fue la del erudito de la Universidad de Oxford Salvador de Madariaga, experimentado funcionario internacional además de académico y escritor, que fue nombrado embajador en Washington[71]. Entretanto, se adjudicó la embajada de Berlín al eminente historiador Américo Castro, el Vaticano a Luis de Zulueta, escritor, y al socialista de izquierdas Julio Álvarez Del Vayo la embajada de México. Lerroux ofreció París al médico liberal y escritor Gregorio Marañón, quien declinó la oferta. Los nombramientos en el seno del cuerpo diplomático también parecen haber tenido una orientación liberal. Por ejemplo, el nombramiento final como embajador en Francia de Alfonso Dánvila, diplomático, historiador y novelista fue saludado de manera entusiasta por El Sol debido a que era «un hombre querido y admirado en esta casa». El líder radical también quiso recompensar a los suyos con puestos de alto rango en el extranjero, pero sólo en algunos casos: nombró embajador en Lisboa a su antiguo compañero Juan José Rocha, mientras a que Fernando Gasset y José Estadella —que no pertenecían al círculo más próximo a Lerroux— les ofreció los puestos de Cuba y Argentina, que ambos declinaron[72].

			Los nombramientos efectuados por Lerroux, junto con su actuación en Ginebra, le dieron cierto prestigio entre los círculos republicanos, pero su impacto en la opinión pública española fue limitado. Ello se debió en parte a la general falta de interés por los asuntos exteriores, pero sobre todo al hecho de que el país estaba abrumadoramente inmerso en sus graves problemas internos. Lerroux había viajado a Ginebra con el consentimiento del gabinete pero, en sus palabras, «sin discusión ni observaciones»: no se había aprobado directriz alguna ni menos aún se había acordado una política o siquiera una posición provisional en relación con las principales cuestiones internacionales del día, como el desarme, las compensaciones y la Gran Depresión. Como España era una potencia de segunda fila con escasos dominios en ultramar, sus expectativas en la arena internacional eran muy limitadas. Como reconoció Lerroux, la República no podía intervenir «activamente», limitando su presencia al mero hecho de participar en las deliberaciones internacionales y quizás a ejercer «una mayor influencia moral»[73]. El carácter periférico de los asuntos internacionales en comparación con la política interna aumentó la sensación de agravio de Lerroux por haber obtenido un ministerio de poco peso. Posteriormente se lamentó de que «ningún compañero» expresara interés alguno, bien por los asuntos de la Sociedad de Naciones en general o por el papel de España en Ginebra en particular, por estar los demás ministros demasiado ocupados por los asuntos internos como para prestar atención a sus hazañas en el exterior, «como si España estuviese en la luna». En consecuencia, los colegas radicales instaron a Lerroux a solicitar un puesto de mayor relieve. Ya en el mes de abril, Manuel Marraco, portavoz del partido para asuntos económicos, le exhortaba en una carta privada a asumir la mucho más prestigiosa cartera de Hacienda si, como parecía probable entonces, el socialista Indalecio Prieto, abrumado por la crisis económica, dejaba el puesto vacante. Juan Giró Prat también escribió a Lerroux desde Barcelona presionándole para ocupar el Ministerio de la Gobernación. Pero era ya demasiado tarde para estos cambios, salvo en caso de posibles dimisiones o remodelaciones[74].

			Al igual que Lerroux, Martínez Barrio, el otro miembro radical del gabinete, encabezaba un ministerio de segunda categoría, el de Comunicaciones. También él se distinguió por sus esfuerzos por romper con el pasado monárquico. Al tomar posesión del Ministerio, Martínez Barrio declaró solemnemente que se construiría «una España nueva [...] sobre los escombros de una España caduca». En su calidad de ministro propuso por ello devolver a los empleados de correos y telecomunicaciones «aquel rango, aquel auge» que les había negado la Monarquía. En los meses siguientes había de cumplir en gran parte este objetivo a través de una serie de medidas que fortalecían considerablemente las asociaciones corporativas de los empleados. Dados los estrechos vínculos del Partido Radical con la patronal, el enfoque reconciliador de Martínez Barrio hacia los sindicatos de correos fue una prueba aún mayor que la de Lerroux de la apuesta que el Partido hacía en pro de las reformas. Sin embargo, sus logros se vieron ensombrecidos por la escasa importancia del Ministerio, aparte de por la atención que siempre atraía en torno suyo el líder radical[75].

			Los logros de los ministros radicales pueden haber estado en sintonía con el espíritu de renovación dominante en el Gobierno provisional, pero para hacerse una idea más precisa de la visión de la República por parte del partido hay que atender a su propaganda. El primer discurso ofrecido por el líder radical fue en un banquete celebrado para conmemorar el primer aniversario de la muerte del reformador republicano Basilio Paraíso. Tras el Desastre de 1898, Paraíso, en colaboración con el infatigable defensor de la reforma, Joaquín Costa, y con el respaldo político inicial de Lerroux, había intentado movilizar a las clases medias urbanas y rurales por medio de la Unión Nacional en un esfuerzo por abrir los canales de influencia del sistema de la Restauración. Pocas figuras del panteón de héroes de la República podían haber sido mejores representantes del Partido Radical que Basilio Paraíso. Como hombre de negocios hecho a sí mismo y reformador inserto en la tradición republicana, personificaba los valores de cambio dominantes en el partido con un respeto absoluto hacia la propiedad privada y el mantenimiento del orden. Al igual que Costa, Paraíso procedía de Aragón, uno de los baluartes del Partido Radical. Lerroux le rindió un cálido homenaje, aprovechando para invocar la memoria de otras celebridades republicanas como Zorrilla, Pi y Margall, Salmerón y Costa.

			Siguieron otros actos de carácter altamente simbólico. En mayo, viajando a París en su calidad de ministro de Estado, Lerroux ordenó colocar una corona en la tumba del líder republicano y novelista de fama mundial Vicente Blasco Ibáñez, enterrado en el sur de Francia. Incluso estaba dispuesto a rendir homenaje a los socialistas, tradicionales rivales del partido, aunque actuales aliados. El 20 de abril, Lerroux visitó el principal cementerio civil de Madrid para poner flores en las tumbas de venerables republicanos así como en la del fundador socialista Pablo Iglesias. De vuelta a Madrid, se unió a la cabeza de una manifestación de 150.000 personas que caminaban desde la céntrica plaza de la Independencia hasta el mausoleo de Iglesias[76].

			El segundo discurso del líder radical tuvo lugar el 14 de mayo en el elitista Casino de Madrid, ante un distinguido auditorio que incluía algunas vacas sagradas, como el filósofo José Ortega y Gasset, así como numerosos políticos, algunos de ellos, como Melquíades Álvarez, recientes conversos al republicanismo de la causa constitucionalista (monárquicos o simpatizantes que habían propuesto unas Cortes Constituyentes como único remedio a la crisis de la Restauración). Tras implorar a la «aristocracia de talento» allí presente que sirviese a la República, pues ésta carecía de «hombres», Lerroux identificó específicamente a los anteriores líderes constitucionalistas, Santiago Alba y Melquíades Álvarez, ahora republicanos, como la «escolta» potencial del régimen. A continuación invitó a aquellas fuerzas que estaban fuera del campo republicano a entrar en él, debido a que sólo si conseguía ser representativa podría la República sustraerse a los peligros del extremismo a izquierda y derecha. Obviamente, en esta ocasión la llamada del líder radical iba dirigida no tanto a los antiguos apoyos del régimen como a aquellos que se habían reunido recientemente bajo su bandera, aparte de los que quedaban por convencer. Lerroux, desde luego, no creía que la República pudiera sobrevivir sólo con el respaldo de los republicanos tradicionales y los socialistas. Por el contrario, las limitaciones inherentes de la coalición republicano-socialista le convencieron de que el régimen tenía que no sólo consolidar el apoyo del pueblo antimonárquico de 1930-1931, sino también abrirse a otros sectores de la sociedad. El énfasis de los radicales en la reconciliación en vez de la reforma como la clave para la consolidación de la República les separó de sus aliados los republicanos de izquierda y socialistas desde los mismos comienzos del régimen[77].

			En realidad, la defensa del Partido Radical de una República basada en el consenso y no en el conflicto tenía más en común con los ministros católicos, como Niceto Alcalá-Zamora, y con los ex constitucionalistas que con las fuerzas de la izquierda. Hasta qué punto coincidían las aspiraciones de los radicales y las de estos grupos iba a demostrarse en las siguientes semanas. Un discurso importante de Melquíades Álvarez en Madrid el 25 de mayo se hizo eco de las preocupaciones hasta entonces expresadas por Lerroux, mientras que el manifiesto publicado ese mes por Santiago Alba reflejaba en su mismo título —«Por España, Con la República»— el deseo del Partido Radical de que el régimen fuese lo más representativo posible. Lerroux adaptó además el eslogan de Alba «La República es para todos los españoles» como tema principal de su propia propaganda durante la campaña para las elecciones generales del mes de junio. Por otra parte, los lazos personales y organizativos entre los radicales y los ex constitucionalistas se reforzaron. En mayo, Alba saludó a Lerroux como «amigo y como correligionario». Poco después, Alba, que había negado su intención de crear su propio partido, ordenó a sus seguidores que ingresaran en el Partido Radical. Al parecer éste fue el primer paso hacia la integración del propio ex ministro de la Monarquía, por lo que el líder catalán Francisco Cambó decía que Alba era ya «un soldado dentro de las filas de Lerroux». Poco después, Lerroux y Melquíades Álvarez se reunieron y, según todos los indicios, constataron su acuerdo general sobre las principales cuestiones del momento. Sin duda la incorporación de los antiguos constitucionalistas en la órbita de los radicales puede interpretarse como parte de un objetivo más amplio, hecho explícito por Lerroux, de lograr apoyos para el régimen y el partido entre los sectores más moderados del pueblo no monárquico. Muchos de los líderes ex constitucionalistas eran notables caciques, como Melquíades Álvarez en Asturias y Santiago Alba en la provincia de León. Manuel Burgos y Mazo, otro antiguo constitucionalista y ministro de la Monarquía que instó también a sus seguidores a entrar en el Partido Radical, era la figura dominante de la provincia meridional de Huelva. Los ex constitucionalistas prestaron incluso un inestimable apoyo fuera de sus feudos electorales, como lo demuestra la entrada en el Partido Radical de los seguidores albistas en la ciudad de Zaragoza y la adhesión de caciques albistas como Edmundo Alfaro en la provincia de Albacete. Posteriormente, el respaldo de los antiguos caciques constitucionales ayudó a los radicales a implantarse en muchas áreas, no sólo rurales, donde hasta entonces tenían una débil representación. Obviamente, establecerse en circunscripciones agrarias era decisivo para los radicales si querían ocupar el centro-derecha del espectro político frente a la competencia, entre otros, de la DLR. No era coincidencia que mientras que Lerroux había abrazado en público a los ex constitucionalistas, no había lanzado ninguna iniciativa para establecer vínculos con la DLR. Mientras que los constitucionalistas, lastrados por su pasado monárquico y circunscritos a unas bases políticas puntuales, eran aliados estratégicos para los radicales, y en definitiva subordinados suyos, los líderes de la DLR Alcalá-Zamora y Miguel Maura eran sus rivales políticos en potencia, tanto dentro como fuera del gabinete[78].

			A corto plazo, la incipiente relación con los antiguos constitucionalistas se complementaría con la alianza de los radicales con las fuerzas que compusieron el Gobierno provisional. En la primera reunión de la Alianza Republicana bajo la República, celebrada el 27 de abril, los tres partidos, el Partido Radical, Acción Republicana y los federales, reafirmaron su compromiso con la coalición republicano-socialista, acordando mantenerla para las siguientes elecciones generales. Mientras tanto, la propia Alianza iba a fortalecerse renovando la publicación del Boletín de Alianza Republicana. La Alianza también subrayó su pedigrí republicano acordando no aceptar el ingreso, «ya acusado en varias regiones» de caciques monárquicos que desfiguraban «la obra revolucionaria»[79]. Claramente el Partido Radical perseguía una doble estrategia: consolidar la coalición gobernante republicano-socialista, dominada por la izquierda, y cultivar las relaciones con los ex constitucionalistas más escorados a la derecha. Era lógico. La ambigüedad de los radicales reflejaba en parte sus fuertes raíces populistas, pero a la vez estaba en función de su posición centrista en el régimen, haciendo inevitable que el partido mirase a diestra y siniestra en su búsqueda de apoyos.

			Mientras tanto, el líder radical procuró pasar desapercibido en todas las grandes cuestiones nacionales potencialmente conflictivas, como prueba su reacción a los dramáticos acontecimientos del 10 al 12 de mayo. El 10 de mayo, los miembros de un Círculo Monárquico ubicado en la céntrica calle madrileña de Alcalá, encolerizaron a los viandantes al tocar de cara a la calle y a todo volumen la Marcha real. Tras un intento frustrado de penetrar en el Círculo, la multitud reunida intentó asaltar la cercana sede del diario monárquico ABC, produciéndose un enfrentamiento con la Guardia Civil que se saldó con la muerte de dos personas, un portero del lugar y un muchacho de trece años. Las masas indignadas se arremolinaron en las calles y plazas del centro de Madrid, pero el gabinete, en reuniones celebradas la tarde del día 10 —en el edificio del Ministerio de la Gobernación de la Puerta del Sol, el corazón mismo de los incidentes— y la mañana del 11, se negó a recurrir a la Guardia Civil para contener los crecientes disturbios, y más aún la amenaza de quema de iglesias. La razón era que la Guardia Civil era odiada como la cara más visible de la opresión monárquica. Su sanguinaria represión de la manifestación ante el ABC que, en definitiva, era la reacción contra una provocación monárquica, sirvió sólo para confirmar dichos prejuicios. En el gabinete, quien más se opuso a la intervención de la Guardia Civil fue Manuel Azaña, que de forma desafiante declaró que «todos los conventos de Madrid no valen la vida de un republicano». La negativa del Gobierno a desplegar la Guardia Civil, a pesar de que desde el día 11 por la mañana diversas dependencias religiosas empezaron a ser pasto de las llamas, obligó finalmente a dimitir al cada vez más exasperado ministro de la Gobernación, Miguel Maura. Las autoridades al final tuvieron que declarar el estado de alarma, llamando al Ejército a restaurar el orden para evitar así recurrir a la Guardia Civil. Sin embargo, el empeoramiento de la situación, junto con las previsibles repercusiones de una escisión en el Gobierno provisional nada más haber sido proclamada la República, forzó al gabinete a aceptar la vuelta de Maura con las condiciones por él impuestas. Aun así, no fue capaz de evitar la extensión de los incendios el día siguiente a las ciudades meridionales de Málaga, Sevilla y Valencia[80].

			La quema de iglesias de los días 11-12 de mayo, como reacción beligerante contra los defensores de la Monarquía, expresó la arraigada hostilidad de muchos sectores de la sociedad española hacia el régimen anterior. Desde el punto de vista de la consolidación de la República, sin embargo, los incendios resultaron contraproducentes, al alarmar a los católicos, los propietarios y a la gente de orden en general. Molestó especialmente a la opinión conservadora el hecho de que el Gobierno provisional, dirigido por un primer ministro católico y con otro católico como ministro de la Gobernación, se hubiera mostrado tan débil e indeciso. Como era de esperar, las relaciones entre el Gobierno y la Iglesia católica, a pesar de los esfuerzos conciliatorios del Nuncio papal y de los miembros más moderados de la jerarquía eclesiástica, se deterioraron rápidamente. El 17 de mayo, Maura expulsó de España al obispo de Vitoria, provocando otra crisis del gabinete cuando Alcalá-Zamora, sintiéndose agraviado por el hecho de que Maura no se hubiera molestado en consultarle, amenazó con dimitir. La aprobación de un edicto sobre libertad religiosa cinco días después no contribuyó a mejorar las cosas. Peor aún, el 25 de mayo, el Primado arzobispo de Toledo, el intransigente y huraño Pedro Segura, fue expulsado de España por orden del Gobierno. Los obispos respondieron el 3 de junio con un ataque frontal al Gobierno[81].

			La quema de iglesias de mayo, los primeros desórdenes públicos de importancia de la República, habían representado una extraordinaria oportunidad para que el Partido Radical mostrara sus credenciales como defensor del orden. Sin embargo, el líder radical brilló por su ausencia. A menudo se ha señalado que el papel de Lerroux estuvo limitado por el hecho de que tuvo que viajar a Ginebra para una sesión del Consejo de la Sociedad de Naciones. Maura, en su detallada exposición de la crisis, afirma que Lerroux no pudo asistir a la reunión del gabinete el día 10 por la tarde pues estaba ya de camino a Ginebra. En realidad, el líder radical estaba aún en Madrid el día 10 por la noche, y su salida para Ginebra, según prueban los artículos de prensa del momento, tuvo lugar a las diez y media de la mañana del día siguiente —media hora después que se declararan los primeros incendios y media hora antes de la nueva reunión del gabinete—. Dados la gravedad de la situación y el hecho de que el Consejo de la Sociedad de Naciones no se reunió hasta casi una semana después, resulta difícil explicar por qué Lerroux se marchó, según estaba previsto, el día 11 por la mañana. Martínez Barrio, que se entrevistó con Lerroux en la estación de tren antes de partir éste, tras viajar apresuradamente de noche desde Sevilla, recuerda que Lerroux le dio la abrumadora impresión de estar ansioso por marcharse, afirmando que, con ello —y según había acordado con el presidente—, daría una imagen de serenidad, explicación que el propio Martínez Barrio no encontró convincente[82]. Lerroux, en otras palabras, abandonó España justo al estallar la primera gran crisis de Gobierno de la República. En su exposición autobiográfica del periodo, La pequeña historia, afirma haber condenado públicamente la práctica incendiaria, pero no fue así. Parece ser que el líder radical no quería comprometer su futuro inmediato adoptando una posición clara. Y sin duda, Miguel Maura tiene razón al afirmar que de haber estado presente Lerroux en el gabinete, «en modo alguno se habría prestado a poner su autoridad en juego exigiendo la represión de los desórdenes». Por el contrario, Lerroux prefirió salvar su imagen política a la espera de que el Gobierno republicano-socialista diera paso a uno nuevo, bien como resultado de unas elecciones generales o tras la promulgación de la Constitución. En otras palabras, no le interesaba tanto el Gobierno provisional como el gobierno que había de sustituirlo. Como recordaría más tarde Martínez Barrio, el líder radical «se cruzó de brazos nuevamente; seguía su táctica de esperar sin prisas el derrumbamiento del heterogéneo Gobierno provisional»[83].

			La inhibición de Lerroux puede explicarse en parte por la ambigua posición centrista de los radicales, pero su negativa a implicarse en la evolución de los acontecimientos casó mal con la urgente tarea de reorganizar el partido para responder a las nuevas exigencias de la política de masas. Las elecciones municipales del mes de abril habían ofrecido una instantánea de los puntos fuertes y débiles del partido al comienzo de la República. Y el mayor apoyo de los radicales, como el de otros partidos republicanos, estaba en las zonas urbanas. En Sevilla, diecinueve de los treinta y dos candidatos electos por la coalición republicano-socialista eran radicales. Lo mismo sucedió en Valencia, donde los radicales consiguieron veintiuno de los treinta y dos escaños de la coalición. Y en la región de Aragón, donde más del 60 por ciento de los concejales electos eran republicanos, el Partido Radical era la fuerza republicana dominante. En el Ayuntamiento de Zaragoza, los radicales aportaron once de los diecisiéis concejales de la coalición. Además, las tres capitales aragonesas tenían alcaldes radicales. El partido también tuvo éxito en varias ciudades de Galicia. La única sorpresa fue la de Barcelona. De los veintiún candidatos radicales que formaban el grueso de la lista de treinta y dos de la coalición, sólo trece resultaron elegidos. En cambio, el recién creado partido catalanista de izquierdas Esquerra Republicana de Catalunya ganó veinticinco escaños. Hubo además muchas ciudades, como Albacete, Burgos, Cádiz, Guadalajara, Salamanca, San Sebastián y Valladolid, donde los radicales apenas ganaron escaños. En realidad, había grandes áreas en toda España donde los radicales apenas habían tenido incidencia, como Asturias, el País Vasco y Navarra en el norte, Castilla la Vieja y Castilla la Nueva en el centro y provincias como Badajoz, Cádiz, Huelva, Jaén y Murcia en el sur. El Partido Radical, a pesar de ser con mucho el mayor de los partidos republicanos, gozaba de escaso o nulo apoyo en no menos de un tercio del país. Ni por su alcance ni por su estructura podía considerarse una organización política nacional plenamente articulada. Por otra parte, muchos de los bastiones de los radicales no eran exactamente ramas del partido, sino entidades muy autónomas y locales meramente afiliadas a él. Esto se reflejaba en su nomenclatura. Ni el partido de Sevilla ni el valenciano eran conocidos como Partido Radical sino como «Izquierda Republicana» y el «PURA», respectivamente. De manera significativa, el líder de Izquierda Republicana y vicepresidente del partido nacional, Diego Martínez Barrio, admite en sus memorias haber tenido escaso trato con Lerroux antes de la República. Más aún, Izquierda Republicana no se unió al Partido Radical hasta noviembre de 1931, siete meses después de proclamarse la República. De manera similar, el PURA, fundado no por Lerroux sino por Vicente Blasco Ibáñez, se afilió al Partido Radical sólo un año antes, en 1930. En realidad, el Partido Republicano Radical no era un partido nacional, sino una red de órganos regionales y provinciales muy autónomos centrados en torno a la carismática figura de Lerroux. Las elecciones del mes de abril también revelaron que el populismo radical y sus fuertes raíces locales habían producido una base social heterogénea e interclasista, abrumadoramente urbana. Ciertas secciones territoriales, como Valencia, aún conservaban una considerable parte de seguidores en la clase trabajadora, así como vínculos informales con la CNT. Sin embargo, el grueso de la base del partido estaba en las clases medias, especialmente funcionarios, maestros, artesanos y profesionales liberales, así como comerciantes, tenderos y empresarios. En general, los sectores comercial e industrial, también conocidos como la patronal, constituían su mayor contingente. La dirección local procedía mayoritariamente de los mismos estratos urbanos: los miembros de la patronal constituían el grupo más grande, mientras que los abogados representaban el segundo grupo[84].

			A pesar de que las clases comercial e industrial constituyeran la piedra angular del Partido Radical, se ha descuidado casi por completo el estudio de la relación entre el partido y la patronal. La patronal, en concreto, al contrario que los sindicatos y las asociaciones agrarias, ha recibido escasa atención por parte de los eruditos. Las grandes organizaciones patronales, como la Confederación Gremial Española de 1914 y la Federación de Industrias Nacionales, de 1924, ni tenían un alcance verdaderamente nacional ni estaban fuertemente integradas. La Federación era un instrumento de los intereses de las industrias metalúrgicas vascas y de las empresas de construcción de ferrocarriles. La Confederación Gremial, que defendía los intereses de los tenderos, pequeños comerciantes y hombres de negocios, contaba en 1932 sólo con 17.637 miembros, que empleaban únicamente a 78.409 trabajadores. Su efectividad estaba además limitada por una estructura muy autónoma que hacía difícil organizar sus demandas a nivel nacional. Por último, la Confederación Patronal también estaba compuesta por pequeños hombres de negocios, pero a diferencia de la Gremial abarcaba también a la industria de la construcción y tenía un apoyo más amplio. A finales de 1933 la Confederación decía tener cerca de 70.000 miembros, y empleaba al menos a 160.000 trabajadores. Otro contraste entre las dos Confederaciones era que mientras que la Patronal intentaba reproducir a las organizaciones de trabajadores creando un «frente patronal», la Gremial adoptó una línea más moderada, e incluso democrática, al no aceptar participar en la Asamblea Nacional organizada en 1926 por la Dictadura, así como al defender los comités paritarios y luego también los jurados mixtos de la República. Por ello puede decirse que la Confederación Gremial seguía una estrategia de acomodación, mientras que la Patronal tendía a la confrontación[85].

			Los vínculos entre el Partido Radical y los empresarios en el ámbito nacional son difíciles de esclarecer. No existía una relación formal o institucional entre ellos, pues la patronal se declaraba apolítica, prefiriendo un papel más flexible como grupo de presión. También eran escasos los vínculos informales, en términos de doble afiliación, a diferencia de lo que ocurría entre la UGT y el Partido Socialista, o entre las asociaciones de terratenientes y la derecha. El vínculo de más alto nivel era el existente entre Mariano Marraco, presidente de la Confederación Gremial entre 1917 y 1920, y su hermano gemelo Manuel, destacado político radical. Sin embargo, en 1931 en la patronal nacional había pocos radicales, a diferencia de los partidos monárquicos y no republicanos. Existían, eso sí, afinidades ideológicas. Al igual que el Partido Radical, la Confederación Gremial decía representar «los intereses, sentimientos e ideología de la mayor parte de la clase media». La expresión de preocupaciones comunes, como el mantenimiento del orden y los bajos impuestos, servían para reforzar la identificación entre ambos, aunque demandas de índole tan general eran típicas de cualquier otro partido conservador[86].

			Una dificultad añadida para analizar las relaciones entre el Partido Radical y los grupos de empresarios es la fragmentación de la patronal, consecuencia del acusado localismo y la heterogeneidad estructural de la economía española. Desde el punto de vista organizativo, además de estar dividida geográficamente, la patronal lo estaba por sectores. Junto a los órganos de ámbito nacional, existían numerosos órganos regionales, provinciales y municipales. En términos de doctrina y estrategia, surgían diferencias en cada localidad e incluso en cada sector, complicando así más la imagen. El resultado era una multitud de órganos de diverso tamaño y alcance entre los cuales la coordinación a nivel nacional era siempre precaria y frágil. La relativa unidad de propósito y estructura de la UGT e incluso de las asociaciones de terratenientes era superior a la de la patronal. La misma fragmentación de los grupos de empresarios —tanto en términos organizativos como ideológicos—, unida a su acusado apoliticismo, hacía difícil para el Partido Radical establecer una relación a nivel nacional. Pese a todo, incluso dentro de estos límites, los radicales no crearon vínculos especialmente estrechos con la patronal. En comparación con los lazos personales, institucionales y doctrinales que ligaban a los socialistas con la UGT o a los partidos de derecha con las asociaciones agrarias, la relación de los radicales con la patronal a nivel nacional era relativamente débil. Tanto los monárquicos como la derecha accidentalista, encarnados en la embrionaria Acción Nacional, parecen haber tenido vínculos más fuertes[87].

			La verdadera fuerza de la relación del Partido Radical con la patronal se encontraba a nivel local. Los radicales estaban presentes en las cámaras de comercio, los centros mercantiles, las asociaciones de comerciantes y otros órganos locales y provinciales, ya fuese en calidad de miembros, como organizadores o como funcionarios. Además, un sector muy importante de los militantes del partido procedía de la patronal. En términos generales, alrededor de la cuarta parte de los representantes radicales en el ámbito local procedían de las clases de propietarios industriales y comerciales. Una proporción casi tan amplia de los diputados elegidos por el partido a las Cortes Constituyentes en las elecciones de junio de 1931 procedía de los mismos estratos. Muchos radicales que eran abogados también actuaban en nombre de la patronal, tanto grande como pequeña. Entre los políticos radicales que luego serían elegidos a las Cortes Constituyentes había varios portavoces o agentes de grandes intereses económicos, como Ricardo Samper, de los cultivadores de naranjas valencianos; Andrés Orozco, de las empresas exportadoras de Canarias; o Manuel Marraco, de la industria aragonesa de la caña de azúcar; así como Emiliano Iglesias y el propio Alejandro Lerroux, entre otros, en calidad de representantes políticos de los poderosísimos intereses, a menudo secretos, del magnate mallorquín Juan March. Sólo teniendo en cuenta los vínculos locales y las conexiones entre el Partido Radical y la patronal se aprecia el amplio solapamiento de intereses entre ambos. Ningún otro sector concreto era, en definitiva, más importante que la patronal en el seno del partido[88].

			El sueño radical se encarnaba, en cierto modo, en la biografía de los gemelos Marraco. Venían de la clase media, pues su padre poseía una farmacia en la céntrica calle Manifestación de Zaragoza, pero ambos hermanos abandonaron sus orígenes para pasar a ser directores de grandes entidades económicas. Mientras que Mariano se convirtió en presidente de la Mutualidad Mercantil, de la empresa Quintana, y director del Centro Mercantil Industrial de Zaragoza —una organización patronal—, su hermano Manuel llegó a dirigir la Alcoholera Agrícola del Pilar —que es como decir de la industria de la caña de azúcar, uno de los principales sectores de la economía aragonesa—, así como dos órganos de la patronal en Zaragoza: la Asociación de Labradores y la Cámara Oficial de Comercio e Industria. Ambos hermanos eran también hombres destacados a nivel nacional. Mariano dirigió la Confederación Gremial entre 1917 y 1920, y de nuevo en 1934, mientras que Manuel, en octubre de 1931, se convirtió en director del Banco de Crédito Local, una entidad de ámbito nacional. Posteriormente, pasó a ser Gobernador del Banco de España. De no haber sido por la oposición del socialista Indalecio Prieto, Manuel Marraco podía haber sido ministro en el Gobierno provisional en vez de Martínez Barrio. Los gemelos Marraco cristalizaban así las esperanzas y aspiraciones de innumerables radicales, abriendo los canales de influencia económica y política a empresarios de origen medio-bajo como ellos. Pero un ejemplo aún mejor del espíritu radical era el propio dirigente del partido. En cuanto que hombre hecho a sí mismo, cuyos variados intereses económicos incluían un hotel, una hacienda, un balneario y numerosas empresas más, Lerroux era la encarnación viviente de los ideales del partido que había fundado[89].

			El Partido Radical pudo ser el partido republicano que mejor canalizaba las posiciones de la patronal, pero no era el único partido del espectro político que lo hacía. Entre aquellos otros cuyos contactos también podían buscar los empresarios en la República estaban la accidentalista Acción Nacional (luego fusionada en la CEDA), las organizaciones monárquicas y los partidos regionales, como la Lliga, el PNV y la DRV. En términos generales, hay que tener presente que la patronal, a diferencia de las asociaciones agrarias, estaba decidida a actuar dentro de la legalidad republicana. A consecuencia de ello, depositó sus expectativas en el Partido Radical más que en ningún otro. Estas expectativas se vieron reforzadas por el nombramiento de Indalecio Prieto como ministro de Hacienda y por el clima de incertidumbre económica, reflejado en la fuga masiva de capitales al extranjero y la súbita caída de la peseta, que complicaron los primeros meses de la República[90]. Había muchas esperanzas de que, si —como parecía posible— Prieto cesaba, el propio líder radical pudiera sucederle. Manuel Marraco escribió a Lerroux, ya el 21 de abril, que «las gentes de orden» estaban convencidas del «buen efecto» que se derivaría de este relevo ministerial. La patronal estaba preocupada no sólo por la situación económica sino también por la fuerza recién adquirida de los sindicatos. Desde Barcelona, uno de los bastiones de la CNT, el industrial radical Juan Giró Prat escribió a Lerroux dos días después que Marraco que «los grandes industriales» creían que, si le hacían ministro de la Gobernación a Lerroux, sería capaz de poner fin a «este estado caótico» y forzar a los anarcosindicalistas y comunistas a cumplir la ley[91]. Obviamente, estas expectativas habían de intensificarse con la promulgación de los decretos laborales socialistas de abril a julio de 1931, así como con el creciente número de huelgas y conflictos sociales surgidos en cuanto los sindicatos empezaron a intensificar su actividad.

			Los radicales no sólo se esforzaban por consolidar su apoyo entre los sectores urbanos tradicionales, como la patronal, sino también por ampliarlo a otros nuevos. En consecuencia, monárquicos de muchos lugares de España se unieron a las filas radicales. Por ejemplo, el conde de Romanones, monárquico disidente, ex primer ministro y gran cacique de la provincia de Guadalajara, instó a sus seguidores de Barcelona a entrar en el Partido Radical. Hacia el noroeste, en Zaragoza, se sumaron a los radicales numerosos seguidores de Santiago Alba y de Melquíades Álvarez así como antiguos sanchezguerristas y liberales, aunque muchos otros fueron rechazados. En Logroño, también se afiliaron al radicalismo numerosos miembros del Círculo Monárquico. De hecho, el mayor deseo de los radicales era ampliar su base social en las zonas rurales. Como habían demostrado claramente las elecciones de abril, el campo era el medio en el que menor apoyo tenían tanto los republicanos como los socialistas. De ahí la afiliación masiva al socialismo por parte de jornaleros, o campesinos sin tierra, que crearon su propio sindicato, la Federación Nacional de Trabajadores de la Tierra (FNTT), convertida pronto en la mayor federación de toda la UGT[92]. En algunas zonas rurales de Aragón, Galicia y Valencia el Partido Radical gozaba ya de cierto respaldo pero, en general, a pesar del crecimiento de 1930-1931 en regiones como Castilla la Nueva, la implantación radical era aún escasa. La expansión en el campo era, sin embargo, decisiva para que el Partido Radical pudiese convertirse en un contendiente político a nivel nacional, sobre todo teniendo en cuenta que la derecha seguía intentando renovarse y expandirse. La importancia de ampliar el apoyo del partido entre el electorado rural quedó reflejada en una carta dirigida a la dirección nacional por el escritor Eloy Soriano Díaz, defensor de los radicales en Badajoz. Soriano subrayaba que la «fuerza positiva» en esta provincia eran los «agricultores y ganaderos» y que si el Partido Radical defendía sus intereses ganaría el apoyo de «una masa enorme e incondicional». Los radicales ni siquiera descartaban la posibilidad de ganarse a los antiguos caciques monárquicos. A los quince días de proclamada la República, por ejemplo, se informó a Lerroux de que si el partido conseguía el respaldo de un «rico propietario y ex cacique liberal» en el municipio jiennense de Torredonjimeno, los monárquicos perderían la mayoría en el ayuntamiento en favor del «Partido Gubernamental»[93].

			En muchos lugares, pues, el Partido Radical se convirtió en el refugio por excelencia para caciques ex monárquicos. Un notable ejemplo es la región de Castilla la Nueva. En la provincia de Albacete, el Partido Radical contó con la adhesión de la poderosa familia Ochando, enriquecida en el siglo XIX con la desamortización eclesiástica e importantes caciques durante todo el periodo de la Restauración, primero del Partido Conservador y a partir de 1880 del Liberal. Los Ochando dominaban uno de los cinco distritos electorales de la provincia, el de Casas Ibáñez, hasta el punto de que en él siempre fue difícil la aplicación del «turno pacífico». Bajo la Dictadura de Primo de Rivera, aun sin romper sus vínculos con el Partido Liberal, los Ochando supieron mantener su influencia al respaldar al Somatén, milicia civil de Primo de Rivera. Sin embargo, en cuanto se proclamó la República, los Ochando ingresaron en el Partido Radical. Lo mismo sucedió con muchos otros caciques de la región. Los caciques dominantes del distrito albaceteño de Yeste, la familia Alfaro, anteriormente albistas, también se unieron a los radicales. De ellos salió el dirigente provincial del partido en Albacete, Edmundo Alfaro. En la vecina Cuenca se unió al partido nada menos que José María Álvarez Mendizábal, no sólo un destacado cacique y terrateniente, sino además un antiguo diputado liberal, así como descendiente directo de Juan Álvarez Mendizábal, el arquitecto de la desamortización. En la provincia de Ciudad Real, el partido incorporó a varios conocidos ex monárquicos, como el antiguo diputado y cacique Germán Inza[94].

			La entrada de caciques y monárquicos en el Partido Radical no se limitó a Castilla la Nueva. Algo semejante sucedió en Aragón. En la provincia de Zaragoza, muchos comités locales del partido oficial de Primo de Rivera, la Unión Patriótica, pasaron a depender del Partido Radical de la noche a la mañana. En la vecina provincia de Teruel, el cacique e industrial José Rivera, antiguo miembro del Somatén, se unió al Partido Radical y pronto se vio recompensado con un importante papel en la organización provincial[95]. En el sur hubo una verdadera riada de caciques monárquicos hacia el Partido Radical. En Huelva, por ejemplo, el principal «pez gordo» de la provincia y ex ministro monárquico, Manuel Burgos y Mazo, se unió a los radicales. Muchos caciques de Badajoz y Granada, con sus antiguos valedores monárquicos, también se unieron al radicalismo. En Murcia, los seguidores de Juan de la Cierva, el último ministro de la Gobernación dinástico y principal cacique de la provincia, se afiliaron al partido. En Sevilla, los radicales acogieron a los antiguos diputados monárquicos Manuel Blasco Garzón y Antonio Rodríguez de la Borbolla. Otro ex diputado monárquico que se sumó a la causa radical fue José Rosado Gil[96].

			A partir de aquel momento, los radicales fueron muy criticados por convertir el partido en lo que una publicación contemporánea describía como «un nido de caciques». Antes de las elecciones generales, El Socialista evitó criticar explícitamente al Partido Radical —presuntamente en aras de la armonía gubernamental—, pero cargó contra sus aliados informales, los antiguos constitucionalistas, como «nuestros peores enemigos» precisamente porque eran monárquicos convertidos a la causa republicana. Los ex constitucionalistas, en opinión del órgano socialista, eran «más perniciosos mil veces» que los monárquicos. Para El Socialista, los caciques «conversos» eran un «peligro gravísimo» para el régimen, mucho más grave que sus enemigos declarados, porque su nueva identidad republicana les permitía «continuar disfrutando de las delicias del Poder oficial en beneficio de sus intereses». Opiniones similares pueden encontrarse en muchas historias de la Segunda República. Los socialistas se enfrentaron directamente con los radicales en muchas provincias debido a esta acogida de antiguos caciques. En Zaragoza, por ejemplo, los socialistas abandonaron el Ayuntamiento en junio en protesta por la conducta del alcalde y gobernador civil radical, pero el meollo de la disputa era la incorporación de caciques. Aunque los socialistas volvieron al Ayuntamiento unos días después, la alianza electoral quedó rota[97].

			Desde el punto de vista de la consolidación de la República, la integración de monárquicos en los partidos republicanos no era contraproducente per se. En primer lugar, el electorado rural siempre había sido monárquico, no por voluntad propia sino por conformismo, o incluso por coacción. El sistema de la Restauración nunca había permitido el ejercicio del voto independiente en el campo, sino que el Ministerio de la Gobernación había amañado las votaciones por medio de los caciques. Y el voto urbano relativamente libre del mes de abril había demostrado que el distanciamiento de la Monarquía era casi universal. Muchos «monárquicos» rurales, sorprendidos por la magnitud del apoyo al nuevo régimen y el súbito derrumbe del viejo, habían abrazado la República de buena fe. En segundo lugar, el poder de los caciques, al fundarse en la debilidad del Estado español y las relaciones de dependencia socioeconómica, requería una amplia serie de reformas para su reducción, por no hablar de su eliminación. Los decretos laborales socialistas, junto con el nombramiento de gobernadores civiles republicanos, habían sido un buen comienzo, pero seguía siendo necesario adoptar otras medidas, incluida una profunda reforma agraria. Entretanto, parecía interesar a la República que los recursos de los caciques se utilizaran en favor del nuevo régimen en vez de servir a fuerzas hostiles al mismo.

			De lo dicho no debe deducirse que el Partido Radical fuera el único refugio de caciques y ex monárquicos. Por el contrario, los monárquicos se sumaron a todo el espectro político republicano. Este fenómeno lo ha documentado bien Manuel Requena Gallego en el caso de Castilla la Nueva. Antes de la República, la presencia republicana en esta vasta región era muy exigua, casi testimonial salvo en las provincias de Ciudad Real y Toledo. Con la instauración de la República, monárquicos de toda Castilla la Nueva se adhirieron a organizaciones republicanas. El Partido Radical, sin duda, fue uno de los grandes beneficiarios de este proceso; pero no fue el único. En el caso de la provincia de Albacete, el partido republicano que más creció gracias al flujo de monárquicos no fue uno de los más conservadores como el Radical o la DLR, sino un partido republicano de izquierdas, Acción Republicana. Este sorprendente fenómeno requiere una explicación. Durante el curso de 1930 y primera parte de 1931, dos amigos de Manuel Azaña residentes en Albacete, Enrique Martí y Arturo Cortés, empezaron a organizar Acción Republicana en la provincia, obteniendo pobres resultados. Con la llegada de la República, en cambio, se adhirieron al partido muchos monárquicos; por ejemplo, el cacique conservador de Alcaraz ofrecía «el distrito al ministro de la Guerra, señor Azaña». La razón de este súbito cambio de fortuna era bastante simple: el gobernador civil era Arturo Cortés[98]. Aunque muchos de estos recién llegados —en particular los caciques— tenían escasa afinidad ideológica con Acción Republicana, se unieron al grupo porque su prioridad fundamental era estar a bien con quienes mandaban en el momento. Lo que importaba por encima de todo a estos sectores era mantener la red de intereses clientelares en que se basaba su influencia política y socioeconómica. En este entramado de poder, era esencial establecer una relación recíproca con las autoridades provinciales y, a través de ellas, con las centrales. Así pues, muchos monárquicos abrazaron la causa republicana para proteger sus redes clientelares frente a las autoridades estatales, al margen de que éstas fuesen monárquicas o republicanas.

			Pero la afiliación política del gobernador civil, con ser poderosa, no era el único criterio por el que los antiguos monárquicos juzgaban a los partidos republicanos. Cualquier partido gubernamental con presencia organizativa en un ámbito particular —o en trance de adquirirla— podía atraer a defensores del antiguo régimen. En Ciudad Real, por ejemplo, el gobernador, afiliado a la DLR, pudo hacer crecer esta formación en la provincia desde la nada, pero los radicales también pudieron sacar partido de su presencia en el lugar antes de la proclamación de la República. En Toledo, la distribución de recién llegados a la causa republicana estaba igualmente repartida entre la DLR, el Partido Radical y el izquierdista Partido Radical-Socialista. Tampoco los socialistas fueron inmunes a la incorporación de antiguos monárquicos: en la provincia de Albacete, se unieron al partido no sólo trabajadores y miembros progresistas de las clases medias, sino también un antiguo líder del Somatén. Durante los primeros meses de la República, la afluencia de nuevos miembros a los partidos republicanos en Castilla la Nueva fue tan grande que Acción Nacional —el grupo derechista creado bajo los auspicios de El Debate— y otras entidades no republicanas tuvieron serias dificultades para reclutar nuevos miembros.

			Muchos monárquicos se retiraron, sin más, de la escena política, al menos temporalmente. En Albacete, por ejemplo, los caciques monárquicos Martínez Acacio y el marqués de Montortal se alejaron momentáneamente de la política provincial en vez de unirse a un partido republicano o seguir luchando como monárquicos. La entrada en masa de monárquicos en partidos republicanos que caracterizó a Castilla la Nueva ocurrió también, en mayor o menor medida, en todas las regiones rurales. Algo muy parecido sucedió en Galicia. En muchas zonas donde el número de republicanos era escaso o nulo, filiales de los antiguos partidos dinásticos, a menudo bajo el patrocinio de caciques locales, simplemente cambiaron su afiliación de monárquica a republicana. En Vigo, por ejemplo, seguidores del antiguo ministro monárquico Bugallal rebautizaron su centro como «Casino Democrático Republicano» y dieron la vuelta al retrato de Bugallal. Del mismo modo, el Partido Liberal en Orense declaró que pasaba a ser republicano[99].

			Los republicanos acogieron a los monárquicos en las zonas rurales para fortalecer a sus partidos. Hay que tener en cuenta que los partidos republicanos locales tenían escasos miembros; muchos de ellos carecían de organizadores, oradores e incluso personal de base. Irónicamente, a menudo fueron necesarios ex monárquicos con experiencia política para el funcionamiento mismo de los partidos republicanos. Como señaló Miguel de Unamuno en un discurso pronunciado en Albacete: «No fueron los republicanos quienes han traído la República, ha sido la República la que ha traído a los republicanos»[100]. En la España rural la consolidación de los partidos republicanos y de la propia República exigía la asimilación de los antiguos monárquicos. A la inversa, muchos monárquicos, impresionados por la ola de euforia en favor del nuevo régimen y por el hecho de que la Monarquía era una causa perdida, unieron su suerte a los republicanos. La escena política rural no puede interpretarse exclusivamente en términos de las relaciones entre republicanos y monárquicos. Bajo la Monarquía, aproximadamente la sexta parte de la población adulta masculina había tenido derecho al voto. La Ley Electoral de 8 de mayo de 1931 extendía el sufragio a todos los varones mayores de veintitrés años, incrementando así por cuatro el número de votantes potenciales. Por consiguiente los partidos republicanos no sólo incorporaron a antiguos monárquicos sino también a muchos de estos nuevos votantes.

			La afluencia masiva de antiguos monárquicos a los partidos republicanos no sólo desencadenó un torrente de críticas en El Socialista, sino que también propició una importante protesta en el seno de los propios partidos republicanos. A nivel nacional, en la reunión de la Alianza del 27 de abril ya se había expresado el temor de que los antiguos caciques monárquicos en los partidos republicanos terminarían «desvirtuando la obra revolucionaria». También se registraron muchas críticas al Partido Radical de provincias por la súbita conversión de monárquicos al republicanismo. El comité local del pueblo de Sariñena, en la provincia de Huesca, escribió a la sede nacional que aquellos que «ayer fueron acérrimos monárquicos hoy se llaman republicanos» y que estaban convencidos de que a la primera oportunidad «nos harán traición». En el sur, la agrupación radical de Munera, en la provincia de Albacete, protestó ante la sede del partido de que tanto en su pueblo como en la villa vecina había republicanos que «apestan, pues son la hez del caciquismo analfabeto y rural». En la provincia de Alicante, los radicales entraron en conflicto con la organización republicana del anterior ministro monárquico Joaquín Chapaprieta, pues supuestamente albergaba ex upetistas (miembros de la Unión Patriótica), ex monárquicos y «pseudo socialistas». En otros lugares de la provincia, los militantes radicales escribieron a Lerroux denunciando que el Partido Radical-Socialista estaba compuesto por «un diputado, tres alcaldes y dos jueces» de la Dictadura, además del «cacique eterno disfrazado del color a la moda», que «nos aplasta con su preponderancia». «Don Alejandro» —reclamaban—. «¿Dónde podremos hallar la verdad?»[101].

			Muchos radicales presentaron objeciones a estas incorporaciones de antiguos monárquicos al partido por cuestión de principio. Había también una sensación de resentimiento personal, por tener que compartir el poder con antiguos rivales, cuando no enemigos. La asimilación de los ex monárquicos generó agudas tensiones internas en numerosos sectores del partido, especialmente allí donde los antiguos monárquicos se convirtieron en líderes radicales locales de la noche a la mañana. Un veterano concejal recusó ante el partido al comité recientemente formado en Ibiza considerándolo «un fracaso y un ridículo» por incluir a Eugenio Bonet Riera, alcalde bajo la Dictadura, «el tipo más odiado de Ibiza y un individuo que no hay por dónde cogerle», así como a Isidoro Macabich, autor de artículos antirrepublicanos y «el gran enemigo» de la República. El comité estaba compuesto de «los más enemigos de sus ideas», según este militante, que concluía que la única solución era «desautorizarles porque se reúne la escoria de Ibiza». En las filas de los veteranos produjo un alboroto similar el ingreso de monárquicos en el partido en Orense, como reveló al líder radical S. Quintas, otro activista local. Quintas denunciaba no sólo el acceso de «caciques extremos» a puestos relevantes del partido, sino que el nuevo jefe local del partido fuera Osvaldo Basalo, alcalde bajo la Dictadura y monárquico de toda la vida. En opinión de Quintas, Basalo se había unido al Partido Radical meramente para mantener su posición de «factótum de la situación». Una vez elegido como candidato radical a las Cortes Constituyentes, se había vuelto «más cacique que nunca», amenazando a la gente, entre otras cosas, con la deportación. Apenas conocía a los republicanos, mientras que su casa era «un centro clerical donde se conspira abiertamente contra la República». Naturalmente, a los radicales tradicionales les daba vergüenza que bajo el nuevo régimen «seguiremos siendo burlados y perseguidos por los mismos que lo han hecho siendo monárquicos». La República —concluía Quintas en tono condenatorio— «hace su propia fosa, entregándose en brazos de sus enemigos de siempre»[102].

			En Castilla la Nueva tuvieron lugar protestas similares. Los radicales de Valdepeñas rechazaron a estos «impacientes y falsos republicanos» en una carta dirigida a la sede nacional. Especialmente preocupante era el «cacique» Germán Inza, quien supuestamente hacía todo lo posible por promover a aquellos que hace sólo unos días eran «nuestros más encarnizados enemigos». Estas tensiones casi llegaron a provocar la escisión del partido en Toledo. También surgieron graves dificultades internas en el partido provincial de Huelva tras el ingreso del antiguo cacique monárquico Burgos y Mazo, con sus seguidores. El nombramiento de un ex monárquico como jefe del partido en Logroño produjo una escisión, formando los disidentes el Partido Radical Autónomo. Estas divisiones en el Partido Radical sin duda estuvieron motivadas en parte por enfrentamientos personales y en parte por el enojo de los militantes veteranos por tener que compartir el poder con sus antiguos enemigos, aunque muchos también opinaban que la integración de ex monárquicos era un caballo de Troya que amenazaba con destruir la República desde dentro[103].

			A pesar de esta oposición interna, la afluencia de monárquicos al Partido Radical no hizo sino acelerarse por la decisión de celebrar nuevas elecciones municipales a finales del mes de mayo. Estas elecciones han sido injustamente descuidadas por los historiadores, pues desempeñaron un papel decisivo en la historia temprana de la República[104]. Aunque los republicanos habían triunfado en las ciudades en abril, habían obtenido una sonora derrota ante los monárquicos en el mundo rural. El Gobierno provisional se propuso, pues, «republicanizar» la República, debilitando a los monárquicos y, en particular, reduciendo el poder de los caciques sobre el electorado rural. El ministro de la Gobernación, Miguel Maura, firmó un decreto —«un tanto arbitrario», según admitió posteriormente él mismo— recabando las quejas de las comunidades locales en relación con las elecciones del 12 de abril. Mientras se examinaban estas quejas, que casi en su totalidad se referían a supuestos abusos monárquicos, los gobernadores civiles de las localidades afectadas crearon comités directivos compuestos por republicanos y socialistas, asegurándose así de que muchos de los monárquicos elegidos el 12 de abril no ocupasen nunca las alcaldías[105]. En total se presentaron más de 2.500 quejas de los ayuntamientos. La finalidad del Gobierno era perfectamente explícita. Dada la dificultad de examinar «con detención» cada queja individual, en un decreto del 13 de mayo proclamó la convocatoria de nuevas elecciones donde existiera «fundada sospecha» de que la voluntad popular hubiera sido «falseada u oprimida». Con ello se conseguiría el objetivo de garantizar que, antes de las elecciones generales de junio, todos los municipios se constituyeran con votos «emanados del sufragio popular auténtico». Obviamente, la razón de ser de las precipitadas municipales de mayo era mejorar las posibilidades de la coalición republicano-socialista en las generales. Según Maura, tres funcionarios tramitaron todas las protestas en sólo dos días, como resultado de lo cual se anuló sólo un 5 por ciento de ellas. De hecho, las nuevas elecciones se celebraron en más de 2.000 municipios[106]. En muchas provincias, el número de ayuntamientos afectados era muy alto: el 52,3 por ciento de las localidades de Albacete, el 47,4 por ciento de las de Ciudad Real, el 69,5 por ciento de Granada, el 71,3 por ciento de Sevilla, el 49 por ciento de Toledo, y el 59,6 por ciento de Cádiz. Los pueblos seleccionados para una nueva ronda electoral no eran tanto aquéllos en los que existían pruebas de irregularidades como aquéllos en los que republicanos y socialistas tenían posibilidades de vencer. De ahí que se repitieran pocas elecciones en provincias como Cuenca y Guadalajara, donde los caciques monárquicos estaban fuertemente arraigados y los republicanos prácticamente no existían. Por su parte, se repitieron también las elecciones en las localidades en las que ya habían triunfado republicanos y socialistas en abril con objeto de reforzar más aún su posición en ellas[107].

			La campaña de protesta montada por la derecha, debido al carácter sectario de las elecciones, fue rápidamente desactivada por la reacción republicana ante los acontecimientos de los días 10-12 de mayo[108]. Pero también los republicanos pusieron objeciones a la nueva ronda de elecciones. Algunos querían ser declarados vencedores sin necesidad de elecciones y otros temían que otra votación pusiera en peligro la victoria de abril o que los caciques hostiles volviesen a derrotarles de nuevo. El gobernador civil de Zaragoza, por ejemplo, recibió una petición de más de treinta pueblos en la que se pedía postergar las elecciones, porque no había disminuido el control del electorado por parte de los monárquicos. En algunos casos las protestas estuvieron motivadas por el apoyo de los gobernadores civiles a los caciques contra los republicanos locales. En el municipio pacense de Montemolín la súbita sustitución de una comisión gestora republicano-socialista, a instancias del gobernador civil, por otra nombrada a dedo por los caciques dio lugar a un sangriento enfrentamiento con la Guardia Civil en el que resultaron muertos un civil y un miembro del instituto armado[109].

			Las elecciones de mayo se justificaban también por la posibilidad de intervenir que se abría para los gobernadores civiles. Como los monárquicos antes que ellos, los gobernadores civiles republicanos, en teoría políticamente neutrales, apoyaban siempre en la práctica al partido que les había patrocinado. El gobernador civil de Acción Republicana en Albacete y los designados por la DLR en Ciudad Real, Cuenca y Toledo, por ejemplo, no sólo aplicaron toda la presión posible sobre los caciques reticentes a respaldar a los respectivos partidos, sino que además viajaron a lo largo y ancho de sus provincias para apoyar a sus candidatos. Lo mismo hicieron muchos miembros de las comisiones gestoras, que técnicamente debían atenerse al desempeño de funciones de urgencia, abusando de su posición para hacer campaña en favor de los candidatos republicanos e incluso, a pesar de la ley, postulándose ellos mismos. Algunos monárquicos reaccionaron ante el nuevo equilibrio de fuerzas retirándose temporalmente de la política local, mientras que otros se presentaron a las elecciones como «agrarios» o «independientes», pero muchos de ellos, dada la coerción de las autoridades republicanas, la oleada de euforia republicana y la creencia de que la Monarquía se había terminado para siempre, se convencieron de que lo mejor para sus intereses era unirse a los republicanos. En Albacete, por ejemplo, un tercio de los candidatos republicanos del 30 de mayo se habían presentado como monárquicos sólo un mes antes[110].

			El éxito de la ofensiva del Gobierno provisional en las elecciones de mayo para desarmar a los monárquicos puede medirse por el hecho de que en la mayoría de España la coalición republicano-socialista o bien se hundió completamente o tuvo que competir contra uno o varios de sus propios partidos. La rápida desintegración de la coalición reveló la falta de oposición. En Galicia, el deterioro de la coalición se hizo palpable: en Vigo, el PSOE, la ORGA y el Partido Agrario Republicano presentaron candidaturas separadas; en La Coruña se produjeron violentos enfrentamientos entre el Partido Radical y la ORGA; también en Pontevedra la DLR, el Partido Agrario Republicano y la coalición republicano-socialista concurrieron en listas separadas. En el sur, la coalición compitió muchas veces con partidos que sólo un mes antes habían formado parte de ella. En Badajoz, por ejemplo las listas radicales y socialistas separadas vencieron a los candidatos de la coalición. En cambio, en Alicante la coalición se escindió en dos al unir sus fuerzas el Partido Radical-Socialista y el PSOE contra una alianza de la DLR y el Partido Radical. También en Andalucía surgió una diversidad de listas verdaderamente calidoscópica. Mientras en Jaén la coalición presentó listas socialistas y republicanas separadas, en Huelva la coalición se hundió por completo al formar otras los radicales y los socialistas. En la ciudad de Sevilla, la coalición teóricamente se mantuvo en pie, pero en muchos distritos los partidos entraron en competencia abierta entre sí. En Valencia, la coalición se escindió en una «Alianza de las Izquierdas» compuesta por el Partido Radical, Acción Republicana, el PURA, el PRLD y el PSOE, una candidatura de la DLR, una de la Conjunción y otra del Partido Republicano Federal Democrático. En Castilla la Nueva también hubo una gran diversidad de coaliciones y listas, aunque en la mayoría de las localidades se presentó una coalición republicano-socialista o bien otra puramente republicana[111].

			Dado su mayor conservadurismo y más amplia organización, el Partido Radical esperaba obtener mejores resultados que los republicanos de izquierda en los enclaves rurales donde se celebraron las elecciones de mayo. Sin embargo, entraron en juego otros factores muy tradicionales, como la intervención de los gobernadores civiles. Ciertamente, los resultados indican que los gobernadores desempeñaron un papel crucial en el resultado de las elecciones. En Albacete, Acción Republicana, que no había empezado a organizarse en la provincia hasta 1930, ganó casi el 40 por ciento de los concejales. La DLR, que no tenía una red de partido en las provincias de Ciudad Real y Toledo antes de la República, consiguió el 33 por ciento y el 45 por ciento de los concejales, respectivamente. Aun cuando los resultados de las elecciones de mayo a nivel nacional proclamados por el Ministerio de la Gobernación están lejos de ser completos, no obstante revelan que la estrategia de «republicanización» del campo había sido un éxito sonado. De los 5.300 escaños cubiertos por el Ministerio, 4.640 —es decir, el 80 por ciento— habían recaído en republicanos y socialistas, y sólo un poco más del tercio de éstos bajo la candidatura de la coalición. Según estas cifras, los republicanos y socialistas consiguieron 21.995 concejales al margen de la candidatura de la coalición, 141 de los cuales fueron para la Alianza Republicana y 438 para el Partido Radical y sus socios regionales como el PURA. Esto daría a los radicales el 48 por ciento de todos los escaños republicanos y socialistas fuera de la candidatura, una cifra que llega a más de la mitad si se parte del supuesto conservador de que los radicales habían conseguido al menos setenta de los 141 escaños de la Alianza[112].

			Para analizar de forma desglosada los resultados de las elecciones, hay que recurrir a los estudios locales disponibles. Según éstos, la victoria republicana fue aún más abultada de lo que indica el cuadro oficial. Pueblos que unas semanas antes habían sido fortalezas inexpugnables de la Monarquía eran ahora no sólo territorio republicano, sino verdaderos bastiones. En la provincia de Sevilla, por ejemplo, los monárquicos no ganaron ni uno solo de los 889 escaños existentes. En las tres provincias castellano-manchegas de las que tenemos cifras —Albacete, Ciudad Real y Toledo— los monárquicos consiguieron 10 de 1.223 concejales, es decir, menos del uno por ciento, mientras que los republicanos ganaron el 77 por ciento y los socialistas el 21 por ciento. En otras partes del país los datos son similares. En la provincia de Cádiz, los monárquicos ganaron tan sólo 11 de 425 escaños, consiguiendo republicanos y socialistas 349 entre ambos. En Granada, donde 140 de los 201 municipios de la provincia celebraron elecciones, socialistas y republicanos arrollaron a monárquicos y no republicanos. De los 985 escaños disputados en Valencia, el PURA ganó 547, el 56 por ciento del total, mientras que los monárquicos consiguieron 12, la accidentalista DRV 22 y los «independientes», muchos de los cuales eran probablemente monárquicos, 74[113].

			Pese a estas cifras, conviene matizar la victoria de las fuerzas republicanas y socialistas en las elecciones de mayo: el verdadero vencedor en gran parte del país fue, como siempre, el cacique. En provincias como Cuenca y Guadalajara, las autoridades republicanas apenas se atrevieron a desafiar al arraigado caciquismo monárquico. Puede decirse que en muchos otros lugares el electorado, igual que había hecho bajo la Monarquía, siguió votando por la lista del Gobierno. En efecto, el caciquismo de la Restauración había sido sustituido por el de la República. No fue coincidencia que en Albacete, por ejemplo, la participación electoral fuera mayor en las áreas en que los caciques eran más poderosos y menor en los pueblos donde dominaban republicanos y socialistas[114]. Sin embargo, también puede afirmarse que la cooptación de votantes monárquicos y caciques por parte de los republicanos fue un paso en el buen camino. Su integración fortaleció a los partidos republicanos, y por extensión al propio régimen, al asegurar que muchos monárquicos permanecían al menos dentro del sistema, y no se enfrentaban con él. A la República le convenía más la asimilación que la alienación. El inconveniente obvio era que muchas autoridades locales estaban en manos de antiguos monárquicos que probablemente se opondrían a las reformas del Gobierno retrasándolas, distorsionándolas o incluso anulándolas. Esto desplazaría el régimen hacia la derecha en el ámbito local.

			Siendo realistas, la influencia de los caciques era muy difícil de limitar, y más aún de extirpar, dadas las profundas raíces socioeconómicas e institucionales que la sustentaban. La reducción del número de circunscripciones, mediante la Ley Electoral de 8 de mayo de 1931, y la batería de edictos en el ámbito laboral y agrario promulgados durante los primeros meses del régimen habían constituido, sin duda, un buen comienzo, pero era preciso adoptar otras medidas, como reformar la estructura de propiedad de la tierra. En vísperas de las elecciones generales, el Gobierno provisional adoptó así una línea pragmática fomentando los intereses políticos de los partidos republicanos y de la República misma mediante la integración de los antiguos monárquicos. El peligro de que muchos partidos republicanos locales se convirtiesen en meros vehículos de los intereses de antiguos monárquicos tendría que compensarse mediante la vigilancia de las autoridades provinciales y nacionales. Mientras tanto, las elecciones de mayo habían cumplido su objetivo de preparar el terreno para el triunfo republicano-socialista en las elecciones generales de un mes después. La campaña de mayo había acelerado considerablemente la organización de los partidos republicanos y socialistas en el ámbito rural, aparte de proporcionarles un simulacro de campaña electoral en el que habían aprendido mucho. También había insuflado energías electorales a los nuevos gobernadores civiles. Y, lo que es más importante, las elecciones de mayo habían desplazado el equilibrio del poder rural hacia los republicanos y socialistas, que ahora estarían en condiciones de influir en el resultado de las elecciones generales del mes de junio. En muchos sentidos, las elecciones de mayo vinieron a abonar la tesis del Partido Radical de que la clave para la consolidación del régimen era la integración, y no el rechazo, de los monárquicos[115].

			Los radicales definieron de forma más completa su visión de la República durante la campaña para las elecciones generales que sucedieron a las municipales de mayo[116]. El núcleo de la propaganda radical era, en palabras de Lerroux, el «ideal nacional» de una República «no sólo para los republicanos, sino que para todos los españoles». «La afirmación de la República, la consolidación de la República» era —según declaró el 26 de junio ante un auditorio de más de 40.000 personas en Valencia— «mi mayor preocupación». El partido aspiraba a acoger no sólo a los republicanos tradicionales, sino también a los conversos recientes a la causa republicana además de a aquellos que aún recelaban del nuevo régimen, incluidos católicos y monárquicos moderados. La República sólo se consolidaría mediante la «reconciliación» de aquellos que hasta «ayer se miraban como enemigos». «Se ha conquistado una República» —declaró sucintamente Lerroux en Barcelona—; «ahora se precisa conservarla».

			A lo largo de la campaña, los radicales dejaron claro que eran un partido de orden. Sólo el mantenimiento del orden proporcionaba al régimen el marco esencial para la reconciliación y la formación del consenso. En cuanto los «enemigos» de la República —declaró el líder del partido ante un auditorio conservador en Burgos— se diesen cuenta de que el nuevo régimen representaba «la garantía de su conciencia, de su hogar, de su propiedad y de sus derechos», le prestarían su apoyo. En otras palabras, la defensa del orden público implicaba la defensa de muchos otros derechos, incluidos los de propiedad y culto, tan acariciados por las clases conservadoras. También aseguró a los propietarios que los radicales adoptarían una posición firme contra la agitación de las clases no propietarias. Lerroux dio rienda suelta a esta faceta conservadora del programa radical en una entrevista concedida poco después de las elecciones generales, en la que comparaba su preocupación por el orden con la del político francés Louis Thiers, responsable del aplastamiento de la Comuna de París de 1871. Sin embargo, esto no significaba que los radicales acogieran a sus antiguos enemigos sin precaución alguna. Lerroux insistía en que la República tenía que ser gobernada por republicanos. También instó a los republicanos a «vigilar» la evolución política de sus antiguos enemigos. Por ello, los recién llegados que ambicionaran un cargo público tendrían que pasar un periodo de «penitencia».

			Pero esos golpes en el pecho que se propinaba el líder radical en favor de la ley y el orden tampoco debían interpretarse como una oposición a las reformas. Por el contrario, la República —declaró ampulosamente en Valencia— no era «una estación de llegada; es un punto de partida». Lerroux prodigó un desmedido apoyo a su socio de la Alianza, Manuel Azaña, por sus «magníficos» decretos militares. También dedicó un efusivo encomio al ministro radical-socialista Marcelino Domingo, por sus reformas educativas. Subrayó este punto realizando un emotivo relato de su reciente visita a Manuel B. Cossío, cofundador del pionero centro educativo laico, la Institución Libre de Enseñanza, el cual se encontraba muy enfermo a la sazón. Lerroux respaldó de manera entusiasta la construcción de nuevas escuelas y el aumento del sueldo de los maestros, llegando a afirmar que el establecimiento de una educación pública generalizada erradicaría «el problema social». También propugnaba la educación universitaria gratuita. En términos algo triunfalistas, el líder radical estimaba que las reformas educativas de la República convertirían a los españoles en los «soberanos de la economía mundial». Dentro del mismo espíritu reformista, Lerroux llamó la atención durante la campaña sobre sus propios logros como ministro, identificando los objetivos diplomáticos de la República con los ideales pacíficos y democráticos de la Sociedad de Naciones.

			Más ambivalente fue la actitud adoptada por el Partido Radical en relación con la Iglesia católica. Por una parte, el partido, en sintonía con la tradición republicana, pretendía la separación de Iglesia y Estado, la libertad de culto y las restricciones a las actividades de los grupos religiosos. Por otro, el líder radical había de subrayar repetidas veces que la reforma de la Iglesia no equivaldría a una «venganza». En realidad, el 14 de junio, en la pía ciudad de Burgos, intentó dar seguridad a los católicos afirmando no sólo que la gran mayoría de los españoles «sienten la conciencia católica» sino también que el pluralismo religioso no socavaría el catolicismo en España, pues ésta había seguido siendo la fe dominante en países tan diversos como Bélgica, Francia, los Estados Unidos e Inglaterra —una observación que no le otorgaba mucha credibilidad como ministro de Estado pero garantizaba sus credenciales conservadoras—. Por último subrayó que, tras haberse entrevistado con el nuncio y con varios obispos, no había puntos fundamentales en disputa entre él y la Iglesia católica. En resumen, la Iglesia estaba segura en sus manos[117]. La ambivalencia de los radicales hacia la religión establecida constituía un intento de trazar una fina línea de demarcación entre católicos y republicanos. Esto quedó ilustrado por la afirmación de Lerroux en Barcelona de que la quema de iglesias del mes de mayo había significado una mejora en términos históricos, por cuanto los agitadores anticlericales habían tenido como objetivo los conventos, pero no a los religiosos ni las iglesias. «¿No hay un progreso evidente?», se preguntó retóricamente. Sin embargo, en tanto que político experimentado, Lerroux supo modificar su interpretación de los sucesos de mayo en función de su auditorio. En Burgos se limitó a observar que no había habido «ningún atentado personal» y que la población había asistido rápidamente al clero damnificado, mientras que en Cáceres declaró que la masa había atacado «aquello en cuya religiosidad no cree: las congregaciones religiosas». También recriminó a los católicos en Cáceres debido a que el día de la proclamación de la República habían llevado a cabo una procesión sin el menor problema, estando en consecuencia obligados a responder del mismo modo con respecto a los republicanos. La ambigua actitud de los radicales acerca de la religión en parte fue una respuesta a la misma heterogeneidad de las clases medias, pero también obedeció a los imperativos del centrismo del partido, pues aspiraba a apaciguar tanto a la opinión republicana como a la católica.

			Una ambivalencia similar caracterizó el enfoque del Partido Radical respecto de la crucial reforma agraria. Por una parte, el líder radical aseguró a la audiencia de Burgos que la República no iba a «arrebatar la propiedad», ni a transformar a «los ricos en pobres». Por otra parte, en Barcelona, denunció la «evidente injusticia social» de un sistema en el que para muchos campesinos la tierra no era más que una «tumba» en la que se dejaban hasta los «huesos para enriquecérsela más al propietario». Por ello instó a la creación de un «ejército de ciudadanos rurales [...] en torno de una República progresista». A pesar de estas tesis contrapuestas, Lerroux mantuvo siempre que la tierra sólo podía ser expropiada con indemnización y que una reforma apresurada produciría «la ruina económica de España». No obstante, aceptó que las Cortes Constituyentes tendrían que acabar por someter a «la burguesía» a «normas justas y equitativas». Otra cuestión delicada era la de la autonomía catalana, aunque Lerroux sólo la abordó con algún detalle en el discurso de Barcelona, donde adoptó una línea moderada, limitándose a reconocer el derecho de Cataluña a la autonomía en los términos fijados en el Pacto de San Sebastián.

			La ambivalencia característica de la campaña electoral de los radicales se resumió en la afirmación de su líder de que «soy conservador frente al anarquismo; pero revolucionario ante el estancamiento». Este llamamiento era fruto del centrismo del partido, unido a su populismo residual. Ni de izquierda ni de derecha, los radicales intentaban crear un espacio intermedio de «templanza y serenidad», en expresión de Lerroux. En la búsqueda de una política de consenso, el líder radical apelaba a la izquierda para que mostrase contención en el ejercicio del poder mientras instaba a la derecha a integrarse en el nuevo régimen. Los propios radicales esperaban convertirse en el partido universal de las heterogéneas clases medias. En Valencia, Lerroux había censurado a la Monarquía por alienar de la vida pública a las clases profesionales y había pedido su apoyo en la construcción del nuevo régimen. Conscientes de la frágil base social con que contaba la República, los radicales se preocupaban no sólo por aumentar el apoyo de las clases medias urbanas sino también por llegar a los estratos rurales intermedios, donde la presencia republicana era aún débil y reservada. En términos de la consolidación del régimen, el Partido Radical desempeñó por tanto una función integradora esencial, al atraer a muchos indecisos y a antiguos monárquicos al campo republicano.

			La extraordinaria moderación de la propaganda de los radicales no debe impedir ver la veta populista subsistente en el partido. Todos los discursos del Lerroux estaban salpicados de demandas demagógicas, basadas en el supremo recurso a la «justicia social». En Badajoz demandó una «nueva era» en la que dejaran de existir «hombres que vivan a costa del trabajo de otros». Asimismo, en Barcelona vislumbraba el final de «la anómala situación» en la que «unos [...] trabajan y no comen y otros [...] comen y no trabajan». En el más puro estilo populista, expresó su profunda fe en el «pueblo» y en particular en la clase trabajadora. En Valencia, por ejemplo, afirmó que la paz dependía de «la voluntad del pueblo, del proletariado organizado». Estas arengas populistas podían parecer algo anacrónicas, pero atraían a la vieja guardia a la vez que movilizaban a una amplia base social que abarcaba no sólo a la fragmentaria clase media sino también a un importante segmento de la clase trabajadora en provincias como Valencia.

			Ciertamente, la visión radical del progreso sin «precipitaciones», según la expresión de Lerroux, pero con un respeto absoluto por el orden público, daba más importancia a la reconciliación que a las reformas como forma de consolidar el régimen. Era lo contrario de lo que pensaban los republicanos de izquierda y los socialistas, resueltos a republicanizar la nación, mientras que los radicales estaban más preocupados por nacionalizar a la República. El programa radical, en definitiva, pese a ser vago e insustancial, estaba firmemente arraigado en el espíritu de renovación que caracterizó al Gobierno provisional. Las posiciones radicales sobre la reforma agraria y del clero eran suaves y matizadas, pero Lerroux siempre afirmó durante la campaña que éstas eran cuestiones sobre las que las Cortes Constituyentes tendrían que llegar a una solución definitiva. Además, los radicales se alinearon explícitamente con los partidos de la coalición gobernante. El líder radical no sólo elogió las reformas de los republicanos de izquierdas, sino que, a pesar de la impopularidad de los socialistas entre la patronal y los círculos de la CNT, descartó cualquier crítica abierta a los ministros del PSOE. En particular, se negó a sacar partido de las desventuras del ministro socialista de Hacienda, Indalecio Prieto, cuando la peseta se hundió un 22 por ciento y el capital huyó al extranjero, y no quiso presentarse a sí mismo ante el mundo de los negocios como mejor garantía para el orden económico. En Valencia, donde el Partido Radical compartía plataforma con el PSOE, atribuyó la caída de la peseta y la incertidumbre económica general a la falta de confianza que pronto se superaría con la influencia estabilizadora de los trabajos de las Cortes Constituyentes. Celebró también el líder radical el hecho de que los republicanos, tras tantos años de confrontación, hubiesen llegado a un acuerdo con los socialistas. Por ello no puede igualarse la campaña radical con la de las fuerzas de derecha, que lamentaban la desaparición de lo que Lerroux llamó la «Monarquía dictatorial».

			La relativa unidad del Gobierno provisional no se reflejó en una alianza electoral a nivel nacional. En teoría, el Partido Radical, junto con Acción Republicana y el Partido Federal, habían acordado en una reunión de la Alianza Republicana del 27 de abril que debía mantenerse la coalición republicano-socialista para las elecciones generales. En la práctica, la coalición sufrió múltiples fracturas, que dieron lugar a una asombrosa variedad de acuerdos electorales, no sólo en diferentes regiones sino incluso dentro de una misma provincia. Como sucedió en las elecciones de mayo, estas escisiones, dada la desorganización interna de la oposición, eran más un síntoma de la fuerza de la coalición que de su debilidad. Ciertamente allí donde el Partido Radical confiaba en ganar una rotunda mayoría, como en muchas localidades de Andalucía, Aragón, Galicia y Levante, dejó en la cuneta sin contemplaciones a sus aliados para obtener más diputados. A estas consideraciones estratégicas se añadieron en ocasiones acusadas diferencias ideológicas y socioeconómicas. Así ocurrió especialmente en Andalucía y Extremadura, pero también en regiones como Aragón. En gran parte del Sur, así como en Ceuta, Melilla y Tenerife, los radicales eran la principal alternativa a los socialistas. En Cádiz, Ciudad Real, Cáceres, Córdoba y Toledo, los radicales se aliaron con la DLR para frenar a los socialistas. También en Alicante se enfrentaron los dos partidos entre sí. En ninguna de las tres provincias aragonesas se aliaron los radicales con los socialistas: mientras en Huesca los radicales se enfrentaron en solitario al Partido Radical-Socialista, en Teruel y Zaragoza una Coalición Republicana que incluía al Partido Radical compitió con los socialistas. Pero también había otras provincias donde el equilibrio de fuerzas en liza forzó a los radicales a aliarse con los socialistas contra uno u otro de los partidos republicanos de izquierda. En Murcia, por ejemplo, el Partido Radical unió sus fuerzas a las del PSOE y Acción Republicana en su lucha contra el PRRS, mientras que en la provincia de Burgos los radicales se alinearon con el PSOE contra el PRRS. En la ciudad de Valencia, el Partido Radical unió fuerzas con Acción Republicana y el PSOE frente a la DLR y al PRRS[118]. Algo más al norte, en la costa de Tarragona, el propio Partido Radical se encontró una vez más contra el PRRS, esta vez del brazo de la Esquerra. En Galicia, un verdadero mosaico de alianzas, pactos y contiendas locales produjo la más asombrosa variedad de acuerdos electorales de todo el país. Así, en La Coruña el Partido Radical unió fuerzas con el PSOE contra la ORGA, el partido autonomista republicano de izquierdas, y perdió, mientras que en Pontevedra, los radicales se asociaron a la ORGA y ganaron. En Orense, los radicales, pese a editar el diario radical de mayor venta del país (La Zarpa), se vieron obligados a pactar con los socialistas, lo que les permitió hacer frente a las fuerzas combinadas de la ORGA, el PRRS y la Nazonalista Repubricán. Mientras tanto, en Lugo los radicales presentaron una lista de las tres que concurrieron separadas, y fueron sonoramente derrotados por la ORGA. Sin embargo, el fraude llevó a una segunda ronda en la que la coalición resucitó y los radicales consiguieron cuatro diputados más[119].

			Las tensiones generadas en el seno del Partido Radical por la llegada de nuevas incorporaciones y la selección de candidatos y aliados electorales produjeron a su vez diversas escisiones locales. El cisma más grave fue probablemente el de Ciudad Real. Las disensiones en el seno del partido provincial se habían iniciado en un principio tras la decisión de la dirección local, sin consulta previa con las bases, de establecer una alianza electoral con la DLR. El catalizador final de la escisión fue la selección de Germán Inza, antiguo diputado monárquico y destacado cacique, como candidato radical en una asamblea de la Alianza el 17 de junio. En carta dirigida al partido nacional, los disidentes, que afirmaban representar a la mayoría de los pueblos de la provincia, explicaban que el conservadurismo de la dirección local no les había dejado otra opción más que unirse con «la verdadera República de izquierdas»; a saber, los radical-socialistas y los socialistas. Otra confrontación de motivación ideológica tuvo lugar en la ciudad de Santander, donde la sección juvenil rompió con el partido debido a la falta de acuerdo electoral con los socialistas[120]. Fisuras de menor calado se produjeron también en Cáceres, Las Palmas, Logroño y Oviedo, aunque no parecen haber dañado seriamente al partido en su conjunto. En el ámbito nacional, la coalición republicano-socialista se mantuvo íntegramente sólo en once de las sesenta y tres circunscripciones, es decir en un 17 por ciento del total. En otras veintisiete, la coalición compitió al menos contra otro partido en el Gobierno. En ocasiones esta táctica perseguía el objetivo de ganar no sólo las posiciones mayoritarias de la candidatura, sino también las minoritarias. No obstante, hubo numerosos casos en que la coalición se rompió simplemente por la distribución de escaños o por razones ideológicas. Además, en veinticinco circunscripciones, el 40 por ciento del total, la coalición se hundió por completo. Así pues, en la gran mayoría de circunscripciones la coalición no se mantuvo, algo que al menos en la mitad de ellas se debió a diferencias irreconciliables[121].

			La prensa acogió con entusiasmo la campaña radical para las elecciones. El Sol saludaba al «apóstol republicano» Lerroux, como «la principal figura de la República». Elogiando la «inteligencia conciliante» del líder radical, el diario republicano creía que el dirigente radical tenía la clave del futuro inmediato del régimen y aseguraría su Gobierno de manera «mesurada y decisiva». Lerroux era «la Figura del Futuro»[122]. También la derecha no republicana mostró un interés expectante por la actuación electoral del líder radical. Él fue el único político que apareció en la portada del ABC a lo largo de toda la campaña, y no en una sino en tres ocasiones. La cobertura del periódico católico accidentalista El Debate fue aún más minuciosa que la del principal diario radical, El Progreso. Titulares como «no admito más que la obediencia a la ley» tenían por objeto subrayar la afinidad entre el líder radical y la derecha no republicana. Asimismo, la prensa de derechas recogía con avidez todo lo que distinguía a los radicales de sus aliados en lugar de unirlos. El Debate, por ejemplo, contrastaba favorablemente la moderación del discurso de Lerroux en Valencia con la «subversiva» contribución de Azaña al mismo mitin. Tanto el ABC como El Debate interpretaban las diferencias electorales en el campo republicano-socialista como signo de su inminente desintegración, afirmando este último a principios de junio que la «gran heterogeneidad» de la coalición ya la había llevado a su «división fatal». Mientras El Debate aclamaba a Lerroux como la «Primera Figura [en la que] convergen todas las miradas», ABC le declaraba «un gran hombre»[123].

			Parece claro que la derecha no republicana, todavía desorganizada y desmoralizada, cortejaba a los radicales como potenciales aliados a causa de su propia debilidad. Obviamente, ésta era una consideración puramente estratégica, pues las diferencias ideológicas entre los radicales y la derecha tradicional, en especial sobre el clero y la educación, hacían impensable que el Partido Radical representase algún día los intereses de la derecha católica. En cambio, y de manera más sorprendente, tanto monárquicos como accidentalistas dieron la espalda a la DLR, dirigida por los ministros católicos Niceto Alcalá-Zamora y Miguel Maura. En primer lugar, en tanto que antiguos monárquicos, Alcalá-Zamora y Maura eran percibidos como traidores a la Monarquía, un pecado de nacimiento del que nunca podía acusarse a Lerroux. En segundo lugar, se consideraba que Alcalá-Zamora, y en particular Maura, habían faltado imperdonablemente a su deber como católicos durante la quema de iglesias de mayo. Como escribió después Ángel Ossorio y Gallardo, también antiguo monárquico y amigo de Miguel Maura, «desde aquel instante las derechas acentuaron contra él su odio y le trataron siempre como si fuera él —católico por convicción y por herencia— quien había ido personalmente a pegar fuego a los templos». El diario ABC estimaba que un Gobierno de Lerroux garantizaba mejor el «orden público» que el Gobierno de Alcalá-Zamora, siendo por tanto acreedor de mayor confianza entre los monárquicos y los «elementos de orden». El intento de unir las tradiciones republicana y católica por parte de la DLR acabó, pues, por convertirla en una opción inaceptable tanto para los accidentalistas como para los monárquicos. De ahí que la DLR no recibiera el respaldo de las fuerzas de la derecha tradicional. Por otra parte, si la DLR conseguía implantarse, representaría una amenaza para Acción Nacional. El Debate, ya ocupado en la promoción y organización de Acción Nacional, atacaba por ello las pretensiones de la DLR y anticipaba en cambio la futura creación de un partido «genuino y fiel». El Partido Radical era, en cambio, aceptable para la derecha accidentalista precisamente porque no era un rival sino un potencial aliado, aunque fuera provisionalmente. Lo que la derecha tradicional esperaba de Lerroux lo expresó bien un político no identificado en El Debate dos días antes de las elecciones. Esta figura anónima —probablemente Gil Robles, dado que El Debate era el portavoz de Acción Nacional— predecía que la coalición de San Sebastián se rompería a raíz del creciente conflicto entre los radicales y los socialistas. La derecha no republicana respaldaría entonces a los radicales hasta el momento en que sus fuerzas estuviesen suficientemente organizadas como para andar por sí solas[124].

			El panorama electoral de España se transformó por las elecciones generales de junio de 1931. Bajo la Restauración, los partidos republicanos y socialistas nunca habían alcanzado la cincuentena de escaños en unas elecciones a Cortes. Ahora habían conseguido más de 400 de los 470 existentes, quedando la oposición, al igual que en las elecciones municipales de mayo, reducida a escombros. El Partido Radical, que había presentado alrededor de 150 candidatos a nivel nacional, se hizo con un total de noventa y cuatro escaños, ochenta y dos más de los que había conseguido nunca. Sólo superó esta cifra el PSOE, con 117 diputados. De los partidos republicanos nacionales, el PRRS fue el único que se aproximó a los radicales, con cincuenta y ocho diputados, mientras que Acción Republicana logró veintiséis escaños y la DLR veintisiete. De los principales partidos republicanos, Esquerra consiguió veintiséis y la ORGA veintiuno. Por ello el Partido Radical era con mucho el mayor partido republicano, siendo necesaria la suma de tres de los cuatro mayores partidos republicanos de izquierda —el PRRS, Acción Republicana, Esquerra y la ORGA— para superar el total de los radicales[125].

			Casi la mitad de los diputados radicales procedían de las sedes tradicionales del partido en Andalucía, Aragón, Galicia, Santa Cruz de Tenerife y Valencia. En Santa Cruz de Tenerife, el Partido Radical obtuvo dos tercios de los diputados; en Aragón y Valencia, más de la mitad; en Sevilla, algo menos de la mitad; y en tres de las cuatro provincias gallegas, casi un tercio de los escaños disponibles. La humillante derrota radical en Barcelona en abril desembocó en una crisis abierta al no conseguir ahora los radicales ni un solo escaño y acaparar la Esquerra veintiséis de los veintinueve diputados posibles. Sin embargo, en términos generales los radicales no sólo mejoraron considerablemente su perfil electoral en sus tradicionales áreas de apoyo, sino que hicieron incursiones importantes en otras muchas circunscripciones, sobre todo en el campo, donde hasta entonces su presencia había sido, en el mejor de los casos, muy limitada. En la provincia de Sevilla, por ejemplo, el partido ganó un tercio de los escaños, cuando un mes antes de las elecciones tenía filiales locales en sólo el 15 por ciento de los pueblos. Y circunscripciones predominantemente rurales o conservadoras, o ambas cosas, como las de Ávila, Badajoz, Burgos, Cuenca, León, Murcia y Toledo, estaban ahora representadas por diputados radicales. El Partido Radical, en común con otros partidos republicanos, no sólo había ampliado sino alterado considerablemente la naturaleza de su base social, incorporando al electorado rural. Sin embargo, en términos absolutos, el Partido Radical seguía siendo un producto más de ciudad que de campo[126].

			La espectacular transformación operada en las bases del Partido Radical desde el 14 de abril se reflejó sólo parcialmente a nivel nacional. Algunos diputados, como José María Álvarez Mendizábal, José Borrajo y Vicente Cantos, eran antiguos monárquicos, pero en conjunto no constituían más que una minoría dentro del partido. Desde el punto de vista social, el partido no sólo seguía siendo abrumadoramente urbano sino que más del 40 por ciento de sus diputados eran abogados. Lo mismo puede decirse del Partido Radical-Socialista y, en menor medida, de Acción Republicana; en cambio, mientras prácticamente la cuarta parte del grupo parlamentario radical procedía del mundo de los negocios, casi ninguno de los diputados republicanos de izquierda —de hecho, menos del 1 por ciento— procedía de este sector. En cambio, en Acción Republicana había un número elevado de académicos, mientras que el Partido Radical-Socialista tenía, en proporción, más periodistas y escritores que Acción Republicana o que el Partido Radical. Las sorprendentes variaciones de la composición social contribuyen a explicar las diferentes perspectivas de los partidos: mientras que los republicanos de izquierda tenían una orientación más ideológica y se centraban en la reforma institucional y cultural, la atención más pragmática de los radicales al orden público así como su mayor hostilidad hacia los sindicatos se debía en gran medida a su extracción del mundo de los negocios, apenas existente en los partidos de la izquierda republicana[127].

			El triunfo radical fue celebrado tanto por la opinión republicana moderada como por la derecha no republicana. Para El Sol, Lerroux era «el hombre victorioso», mientras que ABC afirmaba directamente que el líder radical tenía el apoyo de «núcleos que, sin aceptar la República ni toda la doctrina del señor Lerroux, anhelan el orden y una legalidad que garantice todos los intereses y todos los derechos». Por su parte, Lerroux juzgó que el resultado electoral «echa sobre mis hombros una gran responsabilidad»: en otras palabras, la posibilidad de convertirse en primer ministro[128].
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